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Autocracia civil peruana 
 
En diciembre de 2007 se inició el juicio contra el expresidente peruano Alberto 
Fujimori Fujimori -1990-2000-, acusado de graves violaciones a los DDHH en sus días 
de amo y señor del Perú, cuando fue ejecutor de draconianas políticas neoliberales, 
arropado en determinados momentos con la periódica aparición de informes sobre 
grandes índices de aceptación entre la población. 
 
Aquellos tiempos al Perú parecen ya lejanos, resulta casi increíble, como una pesadilla, 
que un gobernante apoyado por minorías haya tenido mediante variadas y sofisticadas 
tropelías, por tanto tiempo en sus manos el destino de millones de personas, que le 
vitoreaban aún a pesar de la naturaleza de casi todos sus actos gubernamentales, 
esencialmente destructiva de sus condiciones de vida y en pro de someter al Perú 
todavía más al dominio del capital extranjero de acuerdo a las necesidades de este. El 
especial autoritarismo en aquellos tiempos de esta nación andina tiene particulares 
rasgos en la vida peruana y una continuidad en otro país suramericano. Veamos los 
aspectos sobresalientes.   
 
El ascenso 
 
En el caso peruano (y latinoamericano), la década de los noventa desde sus inicios 
respira el aire enrarecido del neoliberalismo de los años posteriores a la caída del 
socialismo real, y el subsecuente replanteamiento de la Doctrina de la Seguridad 
Nacional estadounidense, propia de la guerra fría. El ambiente en ese momento es de 
quiebra institucional en el Perú, la desazón induce a la población hacia un desesperado 
‘sálvese quien pueda’. 
 
En ese contexto, emerge un candidato salido de la oscuridad, un pragmático profesor 
universitario, con una invocación a la imagen de un karateca; sus rimbombantes lemas 
evocan abstracciones: honradez, tecnología, trabajo. 
 
Fujimori hijo de inmigrantes asiáticos es catapultado a la presidencia del Perú en 1990, 
gracias a las gigantescas torpezas del candidato más promocionado, el despistado 
escritor Mario Vargas Llosa aspirante de los blancos y ricos con concretas propuestas de 
seguir a pié juntillas las imposiciones de los inefables BM y FMI, quienes a su vez 
aplican el denominado Consenso de Washington, biblia económica y social del imperio 
gringo para América Latina. Fujimori un desconocido independiente, con un 
significativo respaldo de  los fieles de la iglesia protestante evangelista y la población en 



general, llega a la presidencia no hablando de ajustes, reestructuraciones ni recortes. Se 
ve favorecido con un causal discurso contrario al desgastado establecimiento tradicional 
peruano. Luego de su sorprendente triunfo afirma con prepotencia: Para ser político se 
necesita de sólo 3 meses de entrenamiento, eso basta. 
 
Las declaraciones del candidato Fujimori en la campaña y una vez en los primeros 
tiempos del poder se refieren a cosas muy distintas de las que ejecuta durante su 
prolongado mandato. Los documentos oficiales de sus directivas presidenciales son 
elocuentes en sus inicios de gobierno: sólo la eliminación definitiva de la injusticia y la 
marginación puede acabar con la subversión.  Como la inmensa mayoría de los 
presidentes latinoamericanos, son meros discursos para no ser acatados. 
 
Con el tiempo se constata a sus ajustes neoliberales como más radicales que los 
propuestos por el derrotado Vargas Llosa, siendo nombrados con el eufemismo de 
Fujishocks; en el terreno de los hechos, son como choques eléctricos aplicados a la 
mayoría de la población. 
 
‘El Chino’ como popularmente se le conoce, rápidamente deja de ser un novato en la 
política y se va transformando en un hombre ambicioso, pragmático y frío, con una 
moral afín con el mantenimiento del poder a cualquier costo; lentamente va 
desprendiéndose de sus antiguos mentores y asociados, prefiriendo rodearse de 
aduladores mediocres, de allí que pocos en el Perú conocieran con propiedad los 
nombres de los miembros de su gabinete. Parece buscar que ningún funcionario le 
opaque y le reste brillo ante su público; los ministros de su gobierno son grises figuras 
civiles y militares, tranquilamente prescindibles. 
 
Sus maniobras políticas dado su pragmatismo son hechas para la ocasión; un repentismo 
agresivo y desconcertante le domina en el ejercicio del gobierno. Ataca frenéticamente a 
cualquiera quien ose criticar sus mandatos ya sean partidos, sindicatos, intelectuales, 
periodistas, ONGs de derechos humanos, militares ‘institucionalistas’ o la iglesia 
católica. Es en el poder duro e inescrupuloso, se describe a sí mismo como el 
mandoncito, seguramente para acentuar que sus opiniones no se discuten y generar 
menos reticencias.  
 
En forma inadvertida pero firme va creciendo en el poder, este hace tres años 
desconocido advenedizo, hasta llegar a controlarlo todo mediante el autogolpe del 5 de 
abril de 1992, con la colaboración de las FF.AA., cerrando el Congreso y deponiendo a 
los miembros del Tribunal de Garantías Constitucionales (carecía de las mayorías en el 
Congreso, tan sólo 47 de los 240 eran de su recién creado partido) y el Tribunal de 
Garantías Constitucionales no podía avalar sus planes de gobierno sin incurrir en 
prevaricato monstruoso. Previo al 5 de abril los medios fueron divulgando con 
profusión diversas descalificaciones a estas instituciones hechas por el futuro golpista, 
en la forma de proclamas autoritarias, colocando a los congresistas como 
obstaculizadores de altos planes de gobierno. El ingeniero pide al Congreso facultades 
ilimitadas para las Fuerzas Armadas con el fin de combatir la subversión, y este los 
negaba; de su parte él bloqueaba las iniciativas parlamentarias destinadas al gasto social. 
Aquel domingo de abril Fujimori para justificar su proceder dictatorial llama al 



Congreso peruano ‘antihistórico’ y ‘antinacional’, a la vez vagamente proclama que 
luchará contra la pobreza.  
 
Luego del autogolpe todos los poderes que sean necesarios le son conferidos sin 
controles o limitaciones; el nuevo Congreso y la nueva Corte le son fieles y dóciles, 
bueno, casi por completo. 
 
Séquito 
 
La autocracia de Fujimori y la preeminencia de su figura es tal que el gabinete 
ministerial sólo es un mero órgano de validación de la decisiones del ejecutivo, estas 
son elaboradas por otros asesores; con esto se erige una nueva forma de gobierno en el 
Perú, un triunvirato de facto: Fujimori en la cima como hombre providencial, a su lado 
muy cerca Vladimiro Montesinos, más abajo el General Hermoza Ríos -hasta 1997-, y 
asesores como el psiquiatra Segisfredo Luza, su hermano y secretario Santiago Fujimori, 
Rafael Merino Bartet y Absalón Vásquez (Ministro de Agricultura), eran los encargados 
de las tareas de mayor complejidad, riesgo y exigencia para la continuación del 
gobierno: la manipulación de la opinión pública, las campañas de odio (algo 
recordatorio de Orwell) y la segmentación de sus debilitados adversarios y otros fraudes 
y en general de la represión. 
 
El asesor presidencial Montesinos, excapitán del ejército peruano, rápidamente se va 
constituyendo en la figura fuerte del régimen de Fujimori. Es un personaje con un 
pasado pleno de historias sobre traiciones a la patria (Estrechos contactos con la CIA, 
visita la sede en 1991), venta de informaciones secretas de las FFMM peruanas y 
vínculos con la mafia colombiana que le llevan hasta ser socio en actividades de tráfico 
de psicoactivos de Pablo Escobar Gaviria, quien llega a aportar una fuerte suma de 
dinero a la campaña del partido Cambio 90. Mediante múltiples manipulaciones se hace 
indispensable para el Presidente Fujimori, quien lo considera poseedor de una 
inteligencia superior. La opinión del gobierno de EE.UU. era que en el terreno de las 
decisiones de los actos de gobierno Montesinos es quien manda, puesto que Fujimori le 
consulta sobre casi todo. 
 
Internacionalmente, a pesar de que el autogolpe de 1992 es criticado por varios 
gobiernos del continente, e incluso algunos rompen relaciones con el gobierno  Fujimori, 
pidiendo el aislamiento en el seno de la OEA; esta no sanciona al régimen dictatorial 
violatorio de la Carta constitutiva de la organización americana, el cual continuó sin 
mayores problemas, con el irrestricto apoyo del Departamento de Estado 
estadounidense de Bill Clinton. El poderoso asesor presidencial Montesinos se reúne sin 
inconvenientes con el director de la DEA Barry McCaffrey. Se sabe que este organismo 
y la CIA trabajan sin reparos con el Servicio de Inteligencia Nacional (SIN) dominado 
por aquel asesor.  
 
Toma del poder 
 
Como acto central del nuevo y a la vez viejo gobierno dictatorial en ejercicio a través 
del autogolpe, de un plumazo la Constitución Peruana de 1979 es derogada, siendo 



sustituida por la de 1993, que permite la reelección inmediata del Presidente de la 
República, asunto que la anterior prohibía. 
 
Los hechos del 5 de abril de 1992 van dirigidos primordialmente contra quienes intentan 
oponer al gobierno Fujimori algún tipo de vigilancia con el imperio de la Constitución y 
la legalidad como lo es el Congreso  y el Tribunal de Garantías Constitucionales. La 
oposición desde entonces es inexistente y con ello la Constitución peruana de 1979 es 
derogada por la fuerza con el fin de acentuar, si cabe aún más, el mando presidencial, al 
antojo y a la medida de Fujimori, permitiéndole por ejemplo, la reelección, y más tarde 
postularse para un tercer periodo mediante una ley (De Interpretación Auténtica) del 
parlamento controlado, violatoria de su propia Constitución. Al órgano creado por el 
dictador para expedir la nueva constitución se le llama ‘Congreso Constituyente 
Democrático’, buscando borrar su origen espurio. La nueva Constitución en realidad no 
posee objetivos jurídico-políticos sino propósitos personalistas del Presidente de facto. 
Detrás de estos planes dictatoriales se encuentra por supuesto Montesinos, quien sin 
escrúpulo alguno propone a los militares extender el poder de Fujimori 15 o 20 años, y 
una solución para el descontento social tipo Argentina: “Qué mueran 20 mil con tal de 
matar 5 mil terroristas”. 
 
Al silenciarse los partidos de oposición quienes denuncian los atropellos de los agentes 
estatales, son solitarios activistas de derechos humanos los cuales a su vez son puestos 
falsamente en las declaraciones oficiales como terroristas, siguiendo el libreto del alto 
gobierno. 
 
El régimen personalista de Fujimori es presentado en ese momento ante el país como 
imprescindible tabla de salvación frente a la insurgencia creciente del  grupo Sendero 
Luminoso, los desastres económicos de la corrupción de Alan García y la partidocracia; 
se habla sin descanso de por fin reinsertar a Perú en la economía mundial. 
 
Con esas premisas en el escenario, la captura de Abimael Guzmán y el descenso de la 
inflación del 7.600% en 1990 a un 11.5 en 1995 pretenden ser logros justificadores de 
cualquier desafuero, como las detenciones de miles de personas acusadas de terrorismo 
por los jueces sin rostro de las cuales la inmensa mayoría eran inocentes. Frente al 
estruendoso descalabro que había representado el gobierno de Alan García, la 
ocurrencia de tales hechos va siendo un milagro producto del actuar de un superhombre; 
sinónimos de este adjetivo son los que repiten los medios. 
 
Ya por estos años a través de estos la imagen de Fujimori como ser insustituible y las 
supuestas principales características de su personalidad, son una especie de verdad 
teleológica en el Perú, siendo permanentemente exaltadas: la honestidad, eficiencia, 
trabajo esforzado junto con el que teóricamente nada le es imposible. También se 
instaura mediante aquellos la faceta de hombre científico, llegándosele a exaltar como 
‘el ajedrecista’ de la política. Es decir un ser fuera de serie. 
 
Empero, al karateca de la política peruana posee una faceta muy humana la cobardía; el 
temor lo invade y hace huir hacia la embajada del Japón en noviembre de 1992 durante 
el intento de golpe de estado del general Jaime Salinas Sedó y otros militares, algunos 



de los cuales una vez detenidos son torturados bajo la supervisión del mismísimo 
Vladimiro Montesinos. 
 
En el ambiente peruano de esos años noventa, se crea la sensación en los medios de  la 
generación por parte de Fujimori de un nuevo modelo político, prescindiendo de 
muchos aspectos cruciales del pasado, el mismo afirma: La democracia partidaria debe 
ser superada. 
 
El nombre de los partidos fujimoristas creados por el mismo presidente en los años 
noventa, intentan romper con el pasado, todo se anuncia como un preludio a una nueva 
era, no utilizando símbolos de lo pretérito, pero cuando procuran ocultar su verdadera 
ideología resultan anodinos y abstractos: Cambio 90, Nueva Mayoría, Sí Cumple, 
Alianza Perú 2000.  
 
La regresión en aspecto económico y social frente a los planes de reforma agraria, y 
estabilidad laboral son enormes. Se da por terminada la primera y facilitan los despidos 
en el segundo caso, con argumentos de atracción de la inversión extranjera y 
disminución del desempleo. 
 
En la práctica el régimen del Chino combina subrepticiamente altas dosis de liberalismo 
económico impulsado desde el BM y el FMI, con un autoritarismo político inexorable 
enraizado en la Doctrina de la Seguridad Nacional, pero mimetizado por un la presencia 
de un civil en la presidencia y una fachada electoral soportada en una muy bien 
organizada máquina de propaganda. 
 
Poder clientelar 
 
Durante su gobierno Fujimori viaja constantemente por la geografía peruana, ofreciendo 
prebendas (subsidios a los desposeídos) pero no a través de los órganos estatales 
destinados institucionalmente para ello, sino mediante órganos bajo su inmediato 
control, con esto intenta movilizar a toda la población hacia una lealtad directa para con 
él. En realidad no hay políticas sociales definidas en todo su mandato, pero lo que si es 
evidente como política gubernamental, es su afán ejecutar al pie de la letra medidas 
neoliberales, como privatizaciones y sus subsecuentes despidos (reestructuraciones), 
desmejorando las ya de por sí precarias condiciones de la mayoría de los peruanos. 
Algunos subsidios son una táctica paliativa garantizadora de lealtades electorales. 
 
Sin embargo estas practicas clientelistas son parte fundamental del repertorio de mando, 
llegando a límites insospechados, no acordes en principio con el modelo neoliberal, 
como ocurre no con el Ministerio de la Presidencia, el Programa Nacional de Asistencia 
Alimentaria (Pronaa) y el Consejo Transitorio de Administración Regional (CTAR). 
Con todo este aparato clientelista de dádivas (no de derechos) se estimula en el pueblo 
la apatía a la política y sus luchas sociales, y a la vez se impone la participación 
plebiscitaria hacia el Presidente Fujimori, pasando por alto las instituciones estatales. 
Los alimentos entregados por el Pronaa y los lotes asignados en los alrededores de Lima 
del programa Profam sirven directa y descaradamente para hacer proselitismo político 
en favor del Presidente. 
 



En las ruidosas manifestaciones fujimoristas la comitiva militar del ingeniero se 
reparten sus calendarios y sus afiches a la masa congregada y de su parte en los inicios 
de su dictadura, el laborioso SIN proporciona los resultados de sus últimas encuestas en 
las que es El Chino el más admirado gobernante del Perú en su historia, con una 
popularidad fuera de lo creíble. 
 
El  panorama desolador de la pauperización general, apenas es enunciado de soslayo: la 
mitad de los  habitantes del Perú de los años noventa -13 millones- sobrevive en la 
pobreza y el 5% controla el 80% de la riqueza de acuerdo a cifras de la OEA. A pesar de 
esto  Fujimori se ve favorecido de forma sorprendente y continua por aquellos sondeos 
especialmente luego del autogolpe. 
 
El guerrero 
 
Fujimori coloca luego de tomar el poder a la lucha antisubversiva como uno de sus 
propósitos fundamentales, arrogándose el control absoluto de todas las instancias. Sin 
ser ni mucho menos un conocedor de lo castrense (no ha hecho el servicio militar) 
asume el mando de la guerra, con lo cual se puede dar otra muestra del carácter 
autoritario y megalómano de su gestión, pasando por encima incluso a los mandos 
militares. Afirma con notorio afán autoadulatorio: Me siento muy cercano a los 
militares, tengo una mente militar. 
 
En consonancia con estas declaraciones se le ve pasearse sobre los cadáveres de los 
guerrilleros muertos y escombros de la Embajada del Japón recuperada por el ejército, 
una vez ordena no tomar prisioneros (como lo revela un informe desclasificado de la 
estadounidense Agencia de Inteligencia de Defensa, DIA en inglés), a la manera de un 
Aníbal luego de la batalla en la llanura de Cannas. 
 
Para estos propósitos de control absoluto de lo castrense coloca jefes militares de su 
entera confianza en puestos claves, la mayoría menos calificados que otros para 
desempeñar estas funciones. En realidad son compañeros de promoción militar del 
excapitán Montesinos. El gobierno Fujimori involucra resueltamente a las fuerzas 
armadas en la denominada ‘Lucha contra el narcotráfico’. Los resultados de esta 
decisión no se hacen de esperar; el ejército y la fuerza aérea protegen y colaboran con 
traficantes a cambio de grandes sumas de dinero. La corrupción en este sentido es 
ejemplarizada por el todopoderoso Vladimiro Montesinos. 
 
El dominio de Fujimori y su asesor principal induce a que  las FF.AA. en forma 
descarada obren (especialmente en las del 2000) en favor del Presidente-candidato en 
sus reelecciones, algo expresamente agradecido por el mismo Montesinos, con ello 
negando de plano cualquier asomo de algo de democracia en la vida peruana. A su vez 
los jueces militares sumarios y sin rostro y otras violaciones al debido proceso en el 
ámbito castrense marcan el estilo de justicia del todopoderoso triunvirato. 
 
Unos 4 millones de peruanos viven con sus derechos constitucionales negados durante 
la vigencia de este gobierno, al habitar en zonas bajo el ‘Estado de Emergencia’, un 
eufemismo legal del dictatorial Estado de Sitio conocido en el siglo XX, que otorga 
facultades a los llamados ‘Comandos político-militares’ para gobernar a su antojo. Se 



lleva bajo esté cercenamiento de las garantías jurídicas incluso a menores de 18 años 
por delitos comunes ante jueces militares. Toda esta legislación que sustenta esta 
negación del estado de derecho es denominada pomposamente por el régimen 
‘Seguridad Ciudadana’, un orwelianismo cruel. La arbitrariedad, la injusticia y la 
negación de elementales derechos de defensa constituyen las directrices del aparato 
judicial fujimorista militarizado, el cual se utiliza para silenciar los desafueros, 
inequidades y crímenes cuando son denunciados por los periodistas independientes, a 
los cuales se llega hasta negar el recuso de Habeas Corpus. 
 
La comandancia militar por su parte sigue sin la menor objeción la política del 
presidente seguramente por qué la embajada de EEUU lo aprueba, las prebendas son 
generosas y en últimas son hombres que deben sus cargos al Chino y su séquito, 
formando una amalgama de factores contra los cuales no es posible luchar, 
especialmente después de 1992.  
 
Detrás de este andamiaje de abusos poder y corrupción generalizada, como un sistema 
general de vigilancia interna, se encuentra el Servicio de Inteligencia Nacional (SIN), 
órgano con atribuciones y capacidades de espiar y reprimir incluso al interior de otras 
instituciones ya sean militares o policivas; es el eje del sistema de gobierno dictatorial 
fujimorista. Hay prueba de la minuciosa planificación de esta distribución de funciones 
en el ‘Plan de Pacificación Nacional’ de 1990, nada queda al azar. 
 
El infaltable enemigo exterior 
 
En su primera reelección de 1995 triunfa con un 65% de la votación. Previamente había 
ocurrido un nuevo enfrentamiento (febrero) de las FF.AA. del Perú con las de su vecino 
del norte, el Ecuador, por la posesión de un alejado territorio en la cordillera del Cóndor, 
Tiwinza. El saldo es de varias centenas de muertos de los dos países; un acto bélico 
infamante para la historia y la cultura latinoamericana, una guerra no declarada pero 
muy conveniente a los planes reeleccionistas y el sempiterno método del chauvinismo 
empleado en pos de intereses privados. Se propicia un enfrentamiento con un enemigo 
exterior, con un rival de aparente menor capacidad. 
 
Por supuesto el chauvinismo aflora y la popularidad de Fujimori, una vez más se dispara. 
En el fondo es un litigio diplomático de más de 50 años, de vez en cuando utilizado por 
los gobernantes de los dos países para asegurarse posiciones privilegiadas al interior de 
estos. 
 
Se repite la historia del conquistador que aprovecha la división de los incas para 
subyugar al pueblo y llevarse todo el botín de las riquezas de la nación. 
 
El enemigo interno 
 
No les causa la menor curiosidad a los directores de medios y periodistas peruanos la 
inmensa contradicción resultante de la asombrosa popularidad del primer mandatario 
por el teórico bienestar causado y no obstante el inmenso despliegue militar, policivo y 
de espionaje en el Perú y control de la población, ejercido en especial en las zonas bajo 
directo mandato castrense, los Comando-Político-Militares. 



La identificación intensiva del Presidente Fujimori con el futuro peruano, más allá y de 
forma más omnipresente que cualquier otra época de la historia del Perú, forma el 
bando de quienes están con sus postulados y coloca en el otro extremo en el papel de 
parias a quienes se oponen a estos; de allí que quien criticara a El Chino o sus 
colaboradores es convertido automáticamente en un sospechoso, un apátrida, un traidor. 
Es decir como un enemigo interior. Por ello los personajes aduladores o que forman 
parte de la parafernalia fujimorista, tienen tiempo privilegiado en los medios y aquellos 
discrepantes que deberían tener otro tanto son censurados puesto que sus críticas van en 
contra de los intereses peruanos representados en el Presidente y sus prodigiosas 
decisiones. Estos son los enemigos de toda la sociedad unificada en la imagen de la 
resignación ante el presente y la ilusión de ver a los capitales extranjeros edificar un 
Perú como del Primer Mundo. La ventura es representada en el actuar de las 
multinacionales (Esto ocurre esto ocurre aún hoy con las informaciones sobre la captura 
y posible extradición de Fujimori). Quien se opone de cualquier forma al actuar de estas 
es un elemento de afectar el futuro de prosperidad prometido. 
 
Allí, en el momento de la defensiva ante las naturales protestas causados por el 
incumplimiento años tras año del paraíso prometido del bienestar por abra de foráneos y 
sus jugosos negocios, el gobierno propaga entonces la pasividad y el miedo del cruel 
enemigo interior Sendero Luminoso (SL) o del Movimiento Revolucionario Túpac 
Amarú (MRTA) magnificados al absurdo en perfecta coordinación con el SIN; de su 
parte el  régimen con sus triunfos (captura de Abimael Guzmán y repliegue de SL o 
retoma sangrienta de la Embajada del Japón) tiende aún más a ser una camarilla autista 
pues piensa que todo su accionar puede ser explicado mediante las medidas de fuerza 
contra estos ‘enemigos’ internos adjetivados como terroristas. No hay tregua en la lucha 
contrainsurgente pues en cualquier momento resurgen aquellos, es el mensaje tácito y 
expreso. Las decisiones en estas situaciones tienden a ser inapelables y justificadas con 
otras posturas estrechas; en el fondo está en juego la razón de ser hacia el exterior del 
gobierno Fujimori como política de Estado: la privatización del patrimonio de los 
peruanos. 
 
Corrupción 
 
La persecución y muerte generada por el régimen fujimorista, junto con su corrupción, 
más tarde puestas de manifiesto en las investigaciones judiciales luego de su destitución 
y vergonzosa huida, son de una magnitud gigantesca.  
 
Un hecho de suma importancia lo constituyen los nexos entre traficantes de drogas y 
notables funcionarios del gobierno, llegando hasta el mismísimo Vladimiro Montesinos, 
acusado directamente por el traficante llamado ‘El Vaticano’ de hacerse de la vista 
gorda con extensas plantaciones de coca de la región del Alto Huallaga. 
 
La impunidad hizo lo propio con la justicia. Se nombraron jueces mediocres en 
tribunales claves a los cuales les correspondió la toma de decisiones judiciales 
trascendentales como la reelección presidencial, el referéndum convocado por la 
oposición, o las denuncias de corrupción en el gobierno. Se llega a que incluso la 
Constitución sobremedidas del mismo Fujimori, también pase a ser un manual 



simbólico, cuando en 1997 son destituidos los magistrados opuestos a las argucias 
leguleyas fujimoristas sobre su segunda reelección. 
 
Los fraudes a la población del ajedrecista de la política son vox populi en el Perú; desde 
las capas bajas hasta las más altas saben de su desprecio por la democracia. La 
manipulación de las elecciones figura dentro de quienes le siguen, estimándola como 
una de sus virtudes de hombre invencible en todos los terrenos. El aparato de gobierno 
desarrollado por el Presidente Fujimori está montado de tal forma que hace imposible a 
cualquier candidato de la oposición ganar las elecciones. 
 
Un opositor no tiene reparos en describir el ambiente parlamentario durante el decenio 
del Chino: El Congreso de la República durante el régimen autoritario de Fujimori fue 
una sucursal de la mafia, es decir el lugar donde se concentraron las principales 
decisiones venidas del palacio de gobierno y el SIN para copar todas las instituciones, 
impedir los controles autónomos y encubrir los actos de corrupción.  
 
Las campañas de reelección estruendosas y vacías de contenido son financiadas con 
fondos públicos. 
 
Ya con estos abusos y latrocinios suficientemente conocidos por la opinión pública 
peruana e internacional, el este país era en 1998 el mayor receptor de ayuda militar 
estadounidense del hemisferio.  
 
Hoy en el 2008 durante su juicio al honesto y trabajador expresidente Fujimori le son 
instruidos en el juicio en curso en Lima, cargos de asociación para delinquir, peculado, 
malversación de caudales públicos, usurpación de funciones, fraudes y exacciones 
ilegales, falsedad de documentos públicos, y que decir de los delitos contra la vida y la 
libertad, como homicidio, lesiones personales, secuestro, desaparición forzada. La 
Contraloría del Perú en un informe estableció la fortuna de Fujimori, recaudada 
mediante de los fondos de contingencia, por las privatizaciones de empresas públicas y 
comisiones por compra de armas, en unos 330 millones de dólares. Sin comentarios.  
 
Enajenación del país 
 
Luego del autogolpe de 1992 se impone la aceleración de las ventas de las empresas 
estatales decididas en el exterior, sin oposición para fiscalizar; el ingeniero Fujimori 
encuentra sus manos libres para vender lo ajeno sin el consentimiento de los verdaderos 
propietarios.  
 
El patrimonio de los peruanos luego de varias generaciones de trabajo y en muchos 
casos de esfuerzos más allá de la simple relación laboral, es puesto a la venta como 
baratija. Es hora de pagar en efectivo y con intereses de usura el respaldo de los 
gobiernos y banqueros al régimen; para algo han hecho sus apuestas a favor de tan 
trabajador y eficiente gobernante. Se llega hasta erigir un ente destinado a promocionar 
la compra de transnacionales de los bienes peruanos COPRI. 
 



Son los tiempos del dogma amañado según el cual sólo los entes privados pueden 
prestar eficientes y baratos servicios públicos, y manejar empresas para hacerlas 
rentables. Es la época de la ofensiva neoliberal que parece ser incontenible. 
 
Para justificar lo anterior Fujimori afirma: Cuando asumí el mando, uno de los primeros 
puntos en la prioridad presidencial, fue el tema de las empresas públicas, pues el 
Estado estaba sobredimensionado con un cúmulo de empresas quebradas. 
 
Como resultado del cumplimiento de pactos impublicados y del capitalismo salvaje en 
su clímax ideológico, aproximadamente 110 son entregadas en manos de capitalistas de 
Canadá, España, Argentina, EEUU y otros. Allí se pierden Entel –CPT, EDGEL, 
Tintaya, Edelsur, Banco Continental, etc. 
 
Represión 
 
El enemigo interno real o de utilería presta el servicio vital de justificar cualquier 
medida represiva por extremada y contraria al orden legal de la sociedad peruana. El 
periodo 1990-2000 esta sembrado de hechos relacionados con este proceder; homicidios 
colectivos, desapariciones, secuestros, torturas, detenciones ilegales. Esto y más se 
justifica ante el enemigo interior, el más peligroso. Aún antes de autogolpe de abril de 
1992, la actuación de grupos paramilitares y los atentados a periodistas y figuras de la 
oposición era ya manifiesta. 
 
La represión más violenta se ejecuta sin piedad; masacres como la de La Cantuta con 
diez personas asesinadas o Barrios Altos donde mueren quince (incluyendo un niño de 8 
años) y cuatro más resultan heridas, por el actuar del grupo paramilitar Colina integrado 
por miembros de las FFAA; estas son sencillamente las más nombradas mediáticamente, 
pero en las zonas rurales ocurrieron muchas otras personas nunca nombradas en los 
medios. Las investigaciones de estas dos masacres son silenciadas o cuando más puestas 
en la lejanía gracias al autogolpe de abril de 1992; en el fondo los homicidios colectivos 
son formas ejemplarizantes de cómo se maneja el descontento. Fujimori tiene el 
dominio sobre esta maquinaria de represión, y por tanto el conocimiento pleno de estos 
homicidios, siendo autorizadas expresamente por él. 
 
Incluso en el caso de Barrios Altos, las investigaciones llegan a rastrear la matrícula de 
un vehículo en el cual se movilizan los homicidas llegando hasta la oficina de nada más 
ni menos que Santiago Fujimori, el hermano-secretario del Presidente.  
 
También se asiste a la privatización de la represión como en el conocido caso de la base 
militar de Atahuampa, donde un reconocido empresario agrícola, Julio Favre (exasesor 
de Alan García), permite la instalación de esta instalación militar, para su protección de 
posibles ataques terroristas; luego se descubre que en ese lugar se tortura y se mata a 
sospechosos de pertenecer al Partido Comunista Peruano. También este tipo de 
antagonista político en armas, es un actor al cual se le pueden atribuir cualquier acción 
en la que el gobierno no quiere verse involucrado, siendo actuación de sus propios 
agentes. Por aquellos tiempos muchas explosiones con bombas atribuidas a Sendero 
Luminoso son en realidad colocadas por miembros de organismos estatales. 
 



Revelador del talante del jefe de estado y sus asesores es la propuesta de la 
reimplantación de la pena de muerte en el Perú en caso de ‘traición  a la patria’ por 
guerra interna, contrariando tratados internacionales sobre la materia. Todo un 
inhumano mecanismo de represión a la disidencia. 
 
Si bien las funciones estatales decrecen, las cárceles por estos tiempos tienen un auge en 
su construcción y refinamiento. Con colaboración del FBI se construyen recintos 
subterráneos ocho metros bajo tierra en bases militares, primordialmente para estos 
‘traidores a la patria’, léase prisioneros políticos. El hacinamiento en las restantes es 
grande. 
  
La profundización de la miseria y el desempleo en el Perú son inicialmente la más grave 
de las violaciones a los derechos humanos que se puede endilgar al gobierno que 
presidió Fujimori la más ostensible represión. A ello se agregan la inobservancia del 
debido proceso a quienes caían en el sistema judicial, la prisión ilegal a inocentes, la 
practica extendida de la desaparición forzada, prisión ilegal a quienes caían bajo la 
maquinaria de coerción instituida, y la total impunidad a los responsables directos de 
estas violaciones. 
 
En un acto de calculada magnanimidad Fujimori impulsa en su dócil Congreso una ley 
para amnistiar a los miembros de las los grupos insurgentes y de las FF. AA., uno de los 
poderes que lo sostienen en el poder, implicados en actos violatorios de los DDHH, se 
denominó Ley de Reconciliación Nacional -26479-; en realidad como fácilmente se 
puede colegir, es una norma destinada esencialmente a garantizar la impunidad a los 
represores. 
 
En una visita al Perú del Comité de las Naciones Unidas Contra la Tortura este concluye 
que la práctica de esta es la conducta generalizada en esta nación, amparada por la 
famosa legislación antiterrorista implantada luego del autogolpe de 1992. 
  
El acoso a quienes pueden tener alguna influencia en la población, y no son susceptibles 
de ser desaparecidos o simplemente asesinados, es otra de las formas de atacar y 
silenciar a los enemigos del gobierno. 
 
A la vez se presentan medidas represivas y amenazas a personas importantes o 
significativas en la vida peruana como Baruch Iver, Cesar Hildebrant, Gustavo Mohme 
Llona, entre otros; si quien era amenazado no era demasiado relevante, se le propinaba 
una paliza como a Luis Ángeles. 
 
Sin lugar a dudas esta clase de ‘enemigo’ al interior de la sociedad en la forma de 
personas con alguna influencia en la población opositores al estado de cosas existente, 
es directo descendiente de aquel de la Doctrina de la Seguridad Nacional de las 
dictaduras de los años setenta, pero esta vez impulsado por el aparato de propaganda.  
 
En la población en general, el desplazamiento causado por las tácticas de la guerra 
antisubversiva implica el desplazamiento de medio millón de personas, huyendo de la 
muerte y refugiándose en Lima y otras ciudades ampliando sus círculos de miseria; los 
indígenas de lengua quechua son los más afectados. Zonas enteras de la geografía 



peruana quedan despobladas. Este es  al fin y al cabo lo pretendido con este tipo de 
guerra antisubversiva. Este tipo de lucha necesariamente se relaciona con jueces 
encapuchados y la persecución a cualquier expresión que vagamente se aproxime a la 
noción de enemigo interno, así esto se relacione simplemente con la libertad de 
expresión, como le ocurre a un hombre condenado a 20 años de presidio por haber 
realizado un retrato pop de Mao. 
 
 
Poder ilimitado y tráfico de impunidades 
 
A la concentración del poder en la rama ejecutiva, en detrimento del parlamento y el 
poder judicial, luego del autogolpe manifestado en abusos como el ya enunciado de la 
destitución de tres miembros del Tribunal de Garantías Constitucionales, se debe añadir 
la disminución de funciones de la Fiscalía de la Nación junto con el nombramiento de 
personajes como Blanca Nélida Colán funcionaria de bolsillo del régimen destinada a 
proteger a Fujimori y séquito cercano de la investigación de crímenes e ilícitos  
 
La intervención ejecutiva en todo el poder judicial instaura una red de magistrados 
colocados en sus cargos con la simple tarea de favorecer los intereses políticos y 
delictivos del gobierno como son las reelecciones, impunidad para sus actos y acosar y 
someter a los opositores. 
 
Una vez más el mítico 70% de popularidad presidencial generado y propalado por el 
SIN sirve de justificación e impulso a estas medidas dictatoriales, pretextando todo 
desafuero, incongruencia, desatino y arbitrariedad; con ello el cinismo reemplaza al 
intercambio de conceptos, el espionaje, el chantaje y el soborno se instauraron como 
políticas gubernamentales de trato entre el Estado mismo. 
 
Como ya se ha ido mencionando, el eje del gobierno durante los años noventa es el 
Servicio de Inteligencia Nacional (SIN), manejado de facto por Vladimiro Montesinos, 
un exoficial dado de baja con deshonra, luego devenido a abogado defensor de 
traficantes de sicotrópicos, protegido por la CIA. 
 
La intempestiva revelación del tráfico de armas del asesor Montesinos hacia la 
insurgencia colombiana y la aparición de los videos donde este compra con frialdad y 
descaro a los congresistas de la oposición, causa la fuga del ya exkarateca del la política, 
y hombre honrado, técnico, y trabajador ingeniero Fujimori, el 23 de octubre de 2000, 
luego de un intento de obtener asilo político en Panamá, para enviar cobardemente su 
renuncia por fax el día 19 de noviembre desde Japón. Un final de opereta para un 
gobernante que cumplió un papel histriónico y a la vez cruel en la historia peruana. 
 
A pesar de los despóticos poderes acumulados, la magnitud de los latrocinios y abusos 
de su calidad de presidente,  en determinado momento no pudieron ser ya ni defendidos 
ni pasados por la puerta de atrás llegando paulatinamente al conocimiento general. El 
desgaste ocasionado por el caudal de desafueros es insostenible. Sus mentores le dejan 
caer; el exsubsecretario de Estado para América Latina Elliot Abrams ya en 1999 da las 
señales correspondientes del desgano del gobierno imperial para con su fiel servidor de 
casi 10 años, hablando por fin del acoso del gobierno peruano a los medios de 



comunicación. Luego el mismo Departamento de Estado se queja ante la OEA del 
penoso estado de la ‘democracia’ en el Perú, con unos muy convenientes a su intereses, 
nueve años de retardo, afirmando algo sabido, pues la impunidad facilita la ocurrencia 
sistemática de violaciones a los derechos humanos: "La Constitución estipula la 
existencia de un Poder Judicial independiente,...en la práctica el sistema judicial es 
ineficiente, con frecuencia corrupto, y fácilmente manipulado por el Ejecutivo." El fin 
del poder para el ajedrecista de la política se acercaba. 
 
La necesaria complicidad 
 
Toda esa actividad, al menos dudosa del presidente de ese entonces y sus asesores 
vinculados a los expedientes, por estos años aparece distorsionada a la vista de la 
sociedad peruana. La razón es el control ejercido por Fujimori y su séquito sobre un 
gran sector de la prensa. 
 
Esta aglutinación de poder, de violaciones a los derechos humanos de la población, de 
uso del aparato estatal con fines de lucro, de enajenación de los bienes públicos 
productivos de los peruanos en su detrimento y construcción de un aparato clientelista 
destinado a el mantenimiento indefinido en el poder por parte de Fujimori y su grupo, 
no puede surgir ni prosperar luego de la era de las dictaduras militares de los setenta, 
más que en un ambiente tendiente al rígido control social de aquello que los peruanos 
deben saber y sentir, a través de la propaganda intensiva destinada a obtener la 
convivencia con un gobierno autocrático contrario a la prosperidad general.  
 
En general los medios de comunicación en el Perú de los años noventa cumplieron con 
devoción y efectividad tal función. No había durante la dictadura fujimorista censura, 
bastaba la autocensura de quienes tenían la facultad y el deber de informar y hacer 
compresible la realidad peruana. Esta labor contraria a los intereses generales y a los 
principios del más elemental periodismo se centran en distraer a la opinión pública de 
los grandes problemas sociales, en exaltar de forma zalamera y hasta grotesca al 
presidente de la república y su circulo gobernante, y en desprestigiar  a cualquier 
opositor a este gobierno mediante todos los métodos posibles, pero principalmente los 
ilícitos. La confabulación político-mediática se manifiesta esencialmente  cuando el SIN 
suministra reportajes con estos ingredientes, los cuales son transmitidos íntegramente y 
sin objeción visible por los periodistas.  
 
Distracción 
 
Con el fin de apartar a la población de lo realmente trascendental a sus intereses se 
intensifican las manipulaciones ya existentes.  
 
Uno de los principios desorientadores básicos empleados con profusión es el presentar 
magnificada y descontextualizada la violencia de los desposeídos o quienes se oponen al 
gobierno y a la vez pasar por alto o justificar la sistemática de las autoridades. Este es 
un recurso al cual los periodistas paniaguados no dejan de apelar jamás. 
 
Por ejemplo en la prensa escrita, muy importante a causa de su enorme aceptación en el 
Perú, a los diarios existentes se unió aparición agigantada de la prensa Chicha 



(amarillista), cuyo acceso a la mayoría es fácil dado su precio (50 céntimos de la época). 
Allí están con sus nombres tremendistas Ajá, Extra, El Popular, Trome, El Chino, El 
Mañanero, La Chuchi, Diario Más, El Men, La Yuca, etc., con sus portadas de colores 
llamativos, sus crímenes, su visión machista de mujeres desnudas, su obrar antitético y 
progubernamental en sus ataques inclementes y falaces a personajes públicos críticos 
del gobierno, su paupérrima redacción reflejada en la crónica roja descrita en los 
términos más chabacanos posibles; los destinatarios, sin duda, la población de menor 
escolaridad y más marginada establecida de antemano como la base de apoyo al 
presidente. 
  
Las campañas distractoras y a la vez propagandísticas del gobierno en la prensa chicha 
vocean sin el menor rubor consignas fujimoristas:  ‘Con Fuji habrá chamba y bienestar 
para todos los peruanos’, a la vez se enmarcan estos directos lemas políticos con 
alusiones a lo sexual: ‘¡Chacalón metro sexual!’ –El Chino 23.05.2000. 
 
Se le otorga despliegue a las consabidas banalidades de la obtusa farándula: “Tula 
(Rodríguez) dizque conducirá un programa tropical para tumbarse a la (Janet) 
Barboza –El Men 20.04.2000-. 
 
O directos ataques a candidatos opositores de Fujimori: Madres contra Toledo.-Diario 
Extra 23.03.2000-  
 
En esta prensa de la era Fujimori se transmite un flujo de informaciones entre horrendas, 
banales y obscenas como temas centrales de lo trascendente para el amplio sector al cual 
van dirigidas, junto a abierta propaganda Fujimorista intensificada en época electoral. 
  
En este contexto el espectáculo está montado. Con la popularidad impulsada en la 
prensa chicha, el distanciamiento de los temas álgidos de la sociedad en forma de sus 
vedettes e historias truculentas de violencia particular y sin pasado, etc., en los kioscos, 
el jefe del gobierno tiene un realce más allá de lo visto antes en el país opacándose sus 
abusos, en una elaborada receta destinada a confundir haciendo creer que se esta 
informado y lúcido. En la falsimedia la realidad peruana se hace lejana y dolorosa 
mientras  atiborra el ambiente con proclamas de felicidades futuras, logros económicos 
dudosos, amañados escándalos y nimiedades variadas. 
 
La radio aportó otro tanto al sainete con RPP y sus declaraciones oficiales como 
verdades incontrovertibles. 
 
Los canales televisivos de señal abierta como siempre, rápidamente se plegaron al poder 
sin remilgos. El señuelo del dinero estatal fue más que suficiente en la mayoría de los 
casos.  
 
En el medio televisivo infectado de la ideología del régimen del popularmente conocido 
como El Chino, desde los obvios y repetitivos noticieros y reportajes, pasando por los 
obtusos realities, e incluso programas juveniles o cómicos son puestos como tramoya 
ocultadora de lo que realmente sucede. El universo televisivo peruano salvo en el caso 
de valientes periodistas se convierte en un lugar estrecho de consignas y repetitivo de 
las mismas. La publicidad estatal esculpe la pantalla televisiva de entonces con torrentes 



de propaganda oficial, como forma de censura de los medios, especialmente durante los 
últimos años del gobierno. 
 
Hubo formas de programas y figurones emblemáticos en este esfuerzo ingente por 
distraer de los asuntos esenciales a los peruanos. Ahí estuvo a la sazón la inefable y 
ramplona Laura Bozo y su cursi-programa de teleconversación, un espacio destinado a 
llevar a los televidentes a la perfecta idiotez. De una u otra forma, de los siete canales de 
señal abierta en determinado momento fueron copados por la mezcla de pasiones, 
mentiras y banalidades. 
 
En sí la táctica desestimuladora de la participación y desorientadora era sencilla y 
similar a la de la prensa; se insiste sin descanso en los éxitos de Fujimori (propaganda 
de saturación), y al lado de ubican cuidadosamente las noticias sobre sexo y violencia al 
por menor (casos de sangre) o hasta absurdos sucesos sobrenaturales como la aparición 
de vírgenes (algo aparentemente extraño pero significativo), de manera superpuesta a la 
realidad sensible. 
 
El caso paradigmático para los informadores en el Perú fue día del autogolpe de abril de 
1992, cuando los tanques invadieron las calles de Lima, el Congreso fue clausurado y el 
poder judicial tomado, en ese instante crucial para la nación los medios se 
autosilenciaron y con ello anunciaron tácitamente lo que venía. Un largo proceso de 
colusión había comenzado, el tercero perjudicado, era el pueblo mismo. 
 
El régimen diluyó la visión de la sociedad peruana en un océano de espectáculos 
rocambolescos y en literales falacias; en una palabra despolitizó en gran medida la 
discusión cotidiana. En este sentido fue un total éxito. 
 
Para la obtención de los fines de distracción, propaganda gobiernista y desprestigio, 
como es común en la manipulación mediática, se crean estereotipos (el político de 
antaño Vs el independiente, el uno limpio y el otro corrupto), se realiza una cuidadosa 
selección de la información transmitida al público (Amplio despliegue de lo favorable al 
gobierno y ocultamiento de lo inconveniente de sus desastres sociales y de su 
pronunciado carácter antinacional), se emplea la falacia abierta a un plano no visto antes 
en el Perú como forma de manejo político, se intensifica la repetición de todos los 
mensajes informativos conducentes a efectos en los lectores, oyentes y telespectadores; 
ahí está como lema aquel de agencia de publicidad y vacuo de lo social: ‘Perú país con 
futuro’.  
 
Algo muy significativo es la instauración como norma periodística la facilitación a los 
agentes del régimen de los medios sin la necesidad de sustentar sus afirmaciones ante el 
público, dejándolas como verdades incuestionables. Con el mismo propósito se crea un 
portal en internet con el fin de desacreditar a personalidades opositoras ridiculizándolas 
interminablemente, acusándolas de cometer delitos, luego difundiendo esta información 
como verdad irrefutable en la prensa chicha. 
 
Con ello se genera un ambiente de equivalencia de la oposición como enemigo público; 
es ‘traidor a la patria’ quien este en desacuerdo con el actuar de los gobernantes; esto 



incluye a políticos, periodistas éticos, defensores de derechos humanos, o incluso 
gobiernos extranjeros, etc. 
 
Una vez concluido el gobierno Fujimori se conoce que los medios eran sobornados por 
el gobierno mediante jugosos pagos usando fondos públicos del asesor Vladimiro 
Montesinos, como se constata en los famosos Vladi-videos. Estos propietarios de 
canales, periódicos o emisoras también resultan ser empleados de la publicidad del 
gobierno fujimorista. 
 
Adulación 
 
Las actuaciones del presidente Fujimori en todos los campos son puestas ante los 
peruanos por parte de los medios colusionados con él y su séquito como hechos 
perfectos, inmejorables en cualquier situación, por contrarios a la lógica y al sentido 
común que fueran; en estos años mediáticamente el arriba fue abajo y el abajo arriba en 
el Perú.  
 
Pero la intensión de los periodistas va mucho más allá, dirigiéndose a colocar como 
verdad única en la mente de los peruanos a Fujimori y su estilo de mando en el papel de 
garantía de la noción del orden económico y social y seguridad pública definida e 
impuesta por el 5% de la población; de allí se deduce su que todo le es lícito y posible al 
jefe de estado, incluso el derogar la constitución mediante la cual fue electo y montar 
otra a su amaño, o en el plano del hombre de la calle, suspender todos sus derechos y 
trocarlos por ilusiones de imposible cumplimiento. Los medios susurran y hasta gritan 
esto sin descanso durante años, con una ética periodística tan pauperizada como el país.  
La continuidad de este orden de cosas va relacionada con la falacia de que el gobierno 
Fujimori constituye el mejor de los mundos posibles, lo cual a su vez equivale a las 
reelecciones consecutivas fundamentales para tales propósitos, con todo y 
consecuencias de las políticas de choque afectantes de millones. 
 
Campañas Sicosociales (Propaganda intensiva) 
 
La desinstitucionalización del país de la era Fujimorista, sirve para que el Presidente se 
erija como único ejecutor del desarrollo en el Perú con la formulación de estereotipos 
dirigidos a todas las capas sociales; así se elabora aquello de que Fujimori es una 
privilegiada mente lúcida, hombre de carácter indoblegable frente a ambiguos 
opositores; el macho frente a afeminados, el líder fortísimo frente a débiles 
contradictores. Especialmente ante el enemigo interior y exterior, el poder es 
personalizado con este tipo de categorías mentales, con grandes dosis de populismo 
barato. 
 
En este contexto no era algo casual el chabacano discurso de Fujimori, con su voz 
chillona, atropellante de la sintaxis, justificada por su procedencia inmigrante; pretendía 
llegar a los sectores más desposeídos como valor popular, como uno de los suyos, 
aparentando no ser un oligarca blanco. 
 
De su parte los medios fieles servidores del régimen fujimorista tienen la misión de 
desmovilizar a los sectores que no comulgan con el gobierno pudiendo generar 



resistencias. La corrupción mediática de la mayoría de los medios con su lluvia de 
mensajes mezclados de frivolidades y alabanzas, despolitiza a la población y la 
desmoraliza en su natural empeño por desentrañar lo que está ocurriendo en la sociedad 
y le afecta; sin embargo a pesar de ello ocurren marchas contra el régimen del 70% de 
popularidad, siendo sistemáticamente silenciadas. 
 
El régimen dice que todo está bien Perú es un país con futuro, empero nadie puede 
contrariar tal dogma sin sufrir las consecuencias; ello se constata en las dóciles 
entrevistas de los medios colusionados con el ingeniero Fujimori y sus funcionarios y a 
la vez agresivas y cortantes con miembros de la oposición y en general con quienes no 
se pliegan a los actos de gobierno.  
 
Cuando afloran los crasos errores evidenciando entre otras cosas la desestructuración 
estatal, se instaura una cultura del miedo, generando temores de que en el ‘pasado’ era 
el peor de los mundos posibles. Había un antes y un después; pero no podría haber 
descuidos, pues se regresaría al infierno anterior, claro, sin llegar al paraíso prometido, 
como un lugar al cual falta un poco para arribar y en la realidad jamás se llega. 
 
En el Perú de Fujimori con una situación real de dictadura, de ejercicio del poder en 
desmedro del país, el descontento aflora en cualquier lugar, por tanto se debe erigir un 
estado policial; la consecuencia natural bajo la lógica dictatorial es la vigilancia total, 
las interceptaciones telefónicas ilegales entonces se instituyen como práctica general 
oficial, contra personajes políticos y periodistas de oposición. Esta táctica de espionaje  
de gran alcance, violatoria de la intimidad y propia de toda dictadura es dirigida por el 
asesor Vladimiro Montesinos. 
 
Detrás de todas estas manipulaciones está el psiquiatra colaborador de varios gobiernos 
anteriores al de Fujimori, Segisfredo Luza, con textos doctrinarios de su pensamiento 
reaccionario (El Poder Psicosocial), un hombre con unos antecedentes dignos de un 
paciente y no de un médico. Luza habla del manejo de lo sicosocial como un arma de la 
‘libertad’ y del gobierno; la estabilidad del régimen depende de un gran sistema de 
comunicación, de la estructura de los mensajes; afirma sin ambages que ‘el equilibrio es 
obediencia automática… consiste en que todos los actores sociales obedezcan ciertos 
patrones de disciplina… hablo de control sugerido’. Para él lo emotivo en la político 
funciona ya sean vírgenes, curanderos, milagros, brujería etc. Estos personajes y actos 
sobrenaturales son protagonistas de muchas de las noticias recibidas por los peruanos. 
 
Persecución a periodistas 
 
Para esto se utilizan métodos de los totalitarismos de Europa en el siglo XX. Se 
desmoraliza y atemoriza a la población en aplicación de un sistema de intimidación con 
el fin del supremo control social, con lo cual se logra que las personas no revelen sus 
verdaderos sentimientos ni la profundidad de los mismos, hasta tanto su intuición les 
diga que pueden expresarlos sin ser vilipendiados, agredidos o eliminados físicamente; 
en este caso por un poder amoral autojustificado en sus procederes por el concepto de 
altas razones de estado. 
 



La movilización de los peruanos en los años noventa propiciada por los medios 
sobornados es dirigida específicamente  contra quien se opone con energía y razones de 
peso siendo silenciado si no era muy notorio, desprestigiado si era susceptible de ser 
atacado o reprimido si era conocido e inmune a las descalificaciones. 
 
Del lado de la prensa, quienes no se adhieren al régimen teniendo problemas. La 
República y la revista Caretas se mantienen en la línea independiente, no sin fuertes 
presiones. Los métodos de censura y presión al periodismo se relacionan con la mera 
persecución (capturas, amenazas de muerte anónimas, etc.), las acciones legales del 
SUNAT – auditorías por impuestos-, también controlado por el SIN. El soborno era el 
primer paso por supuesto. 
 
Quien no se aviene al poder presidencial sufre todo el peso del despotismo, como le 
ocurre al propietario de  Frecuencia Latina, Baruch Ivcher, a pesar de haber apoyado a 
Fujimori en los inicios del gobierno, al denunciar las torturas del gobierno, los ingresos 
económicos de Vladimiro Montesinos, y las interceptaciones telefónicas ilegales 
efectuadas por el SIN; Ivcher huye como otros periodistas (1997), luego de una intensa 
campaña de desprestigio.  
 
Por supuesto que la libertad de expresión es coartada también con violencia, cuando 
unos pocos no se venden ni amedrentan. Hay periodistas condenados durante el régimen 
por actuar con ética periodística. Enumeramos tan sólo los casos de Javier Tuanama, se 
captura y da muerte del periodista Pedro Sauri Bustamante director del programa 
Ultimas Noticias. El periodista Gustavo Gorriti es detenido y secuestrado durante dos 
días luego del autogolpe de 1992, siendo liberado por presiones del gobierno español, 
pues trabajaba para el diario El País de Madrid. 
 
El acoso puede realizarse incluso utilizando el domesticado aparato judicial, como le 
ocurre al periodista Ricardo Uceda quien investiga la masacre de Barrios Altos, o 
canales de televisión como el N del diario El Comercio. Otro tanto ocurre con Andina 
de Televisión y las investigaciones periodísticas del programa En Persona, censurado 
indirectamente por una decisión judicial amañada presionada por el Ministro de 
Educación Palermo Cabrejos mediante el tráfico de influencias e impunidades (1997). 
 
La dictadura fujimorista en términos generales utiliza las formas de control social 
tradicionales, sin embargo a la vez va dando prevalencia a las relacionadas con la 
publicidad directa en los medios de comunicación, y hacia estos encamina buena parte 
de sus energías y recursos. 
 
Perspectiva 
 
Específicamente los logros fujimoristas de venta de las empresas estatales y los 
programas neoliberales fueron obtenidos en gran parte gracias a que los mismos medios 
llevaron al ciudadano a un estado de ignorancia, apatía y desinterés por lo público de 
proporciones desconocidas hasta la fecha. Los sectores populares en el Perú fueron el 
objetivo preferido de estas trapacerías. No se ahorraron esfuerzos para ello, hubo eso sí, 
muchos sobreactuados. A ello se agrega que el nacimiento, crecimiento y duración de 
un régimen de un presidente como Fujimori en el plano político e histórico, esta 



directamente relacionado con la ancestral debilidad del estado, una administración de 
justicia venal y dependiente, a la vez de la constante debilidad y división de los posibles 
grupos opositores. 
 
Se le denomina a este ‘estilo’ de gobernar eufemísticamente, ‘democradura’, 
democracia tutelada o ‘dictadura light’; bajo este estilo de gobierno seudodemocrático, 
cínicamente se promete que cuando regrese la democracia, habrá mucho más de ella que 
antes del golpe. El mero hecho de realizar elecciones y con ellas nombrar un parlamento 
será el fetiche indicador de la existencia o la profundización de la democracia. Lo 
paradójico del asunto es la misma concentración del poder en pocas manos, destinado 
particularmente con el objetivo de debilitar el poder general del estado.  
 
Con Fujimori se tiene el primer modelo comunicativo de la era de las dictaduras 
soportadas preponderantemente en los medios de comunicación. Bajo este entramado de 
poder, en el cual aparecen destacadamente los periodistas paniaguados, el despotismo 
germinó creciendo hasta ser todo lo oprobioso que se va conociendo años después. La 
estrategia general fue mantener la realidad lo más alejada posible la mente de los 
peruanos  
 
En la era Fujimori hubo un atosigante, personalista y autoritario ambiente de control 
social, amedrentamiento y manipulación de la población. El presidente y sus escuderos 
Montesinos, Hermosa, etc., movieron los hilos descaradamente de los más débiles y 
mercenarios del gremio mediático. Todos los desafueros, indignidades, violaciones del 
orden constitucional, crímenes, traiciones a la patria, latrocinios, etc., que hemos 
enunciado someramente, fueron manipulados y diluidos con alevosía por los 
amaestrados medios de comunicación principalmente a través del soborno. 
 
Al final se constató que unos y otros fueron fieles servidores del avieso SIN, es decir del 
espionaje de Montesinos. Este organismo controló de muchas formas a los canales de 
televisión, y hostigó a quienes informaban o emitían opiniones contrarias al régimen, 
con el propósito de que las clases populares sólo conocieran de los testimonios oficiales. 
Al periodismo con estas actuaciones antitéticas, le fue indiferente la realidad de quienes 
son destinatarios del sus mensajes, se colocaron del lado y al servicio de la trapacería y 
de los más aviesos propósitos de Fujimori y sus adláteres, es decir al servicio de los 
poderosos del momento, algo muy común en cualquier parte, pero esta vez con una 
metodología muy concreta, una finalidad personalizada con un proyecto muy específico 
favorecedor del gran capital multinacional, y en un ambiente geográfico ya poseedor de 
antecedentes dictatoriales. 
 
Fujimori gobernó para enriquecer a los ricos, principalmente foráneos, con el apoyo de 
los pobres. Ese es el propósito central de la comunicación en el Perú por aquellos 
tiempos: el servir de punto de apoyo de estos propósitos. 
 
El periodo fujimorista es el peor periodo del periodismo peruano. Conforma el capítulo 
más oscuro de su historia. Por el grado de corrupción y manipulación a que llegaron 
periodistas y dueños de los medios. La consecuencia natural de todo esto fue la cultura 
política peruana pauperizada, junto con el estado de derecho. Los medios entraron en el 
descrédito como formadores de la opinión.  



 
La síntesis visual de una buena parte de la manipulación mediática del gobierno peruano 
en los años noventa, es perceptible viendo las imágenes de Fujimori bailando 
tecnocumbia sobre una tarima en plena campaña electoral. Un hombre con tan escasas 
cualidades danzarines fue elevado gracias a la saturación mediática, a la categoría de 
paradigma del ritmo. De forma similar un gobernante de tan escasos propósitos de 
beneficiar a las grandes masas de peruanos desposeídos, fue puesto fraudulentamente 
como magnánimo procurador del bienestar público por un muy orquestado plan de los 
medios, ejecutando órdenes de los servicios secretos peruanos controlados en la sombra 
por ese personaje llamado Vladimiro Montesinos y sus mentores. Existió en lo 
periodístico en los años noventa una más que sospechosa unidad en la adhesión al 
proyecto antinacional fujimorista. 
 
Hay hoy en el Perú una justificada desilusión por los medios, pues su abuso de la 
posición destacada y su propia corrupción se han desenmascarado. El 64% de los 
peruanos cree que aquellos se mantienen igual o peor que en la era Fujimori-Montesinos. 
 
En la actualidad con Alan García existe la impresión de existir un fujimorismo sin 
Fujimori (en los medios esto se nota cada vez más en el canal 7). La desfachatez del 
actual presidente peruano con su propensión a llevar al país directamente hacia una 
economía dependiente del imperio estadounidense y sus aliados, reafirman este 
concepto de continuidad con los propósitos del estado fujimorista.  
 
La firma del Tratado de Libre Comercio con este país es muy diciente, como lo son sus 
declaraciones durante la firma de este en Washington: Bush es ‘aliado verdadero y 
amigo del pueblo peruano’. Ni el ingeniero Fujimori llegó a ser tan pelotillero.  
 
Por estos días de febrero de 2008, la represión ante las protestas por la entrada en 
vigencia del TLC con Estados Unidos, en la forma de suspensión de las garantías 
ciudadanas de la constitución en buena parte del Perú (ocho provincias), colocando a 
sus habitantes a merced de la arbitrariedad, con decretos (982 modificatorio del artículo 
20 del Código Penal) consagrantes de la total impunidad a las FFAA en sus agresiones a 
la población Una huelga general convocada contra el TLC, la llamada Ley de la Selva 
que pone es esos términos a la Amazonía peruana y otras reivindicaciones sociales de 
maestros, campesinos cocaleros, mineros, trabajadores portuarios registra diez y ocho 
muertos, más de tres centenares de heridos y otro tanto de detenidos. Alguno de sus 
lemas dice ‘No tenemos presidente, tenemos delincuente’, clara alusión a Alan García y 
su pasado. 
 
Fujimori inaugura la justicia para los jefes de estado en el Perú, la impunidad en estos 
tiempos pareciera estar en crisis en este país. Aunque aún la desconfianza en las 
decisiones judiciales es grande. Ante todas las acusaciones hechas en el juicio iniciado 
en diciembre pasado, Fujimori en su primera declaración adujo, no su inocencia, sino el 
haber sido quien salvo al Perú de la subversión y el caos económico, recordando los 
argumentos de defensa de Videla y compañía en los juicios a la dictadura argentina; 
luego pide perdón por los ‘excesos’ cometidos durante su guerra antiterrorista  más no 
por la pauperización agudizada de millones de peruanos, pues en esa misión no cabe el 
arrepentimiento.  



Más de siete años después de la caída del invencible Fujimori, del popularísimo Fuji, 
del Macho chino, del karateca, del ajedrecista, en el terreno de lo cotidiano el Perú 
asiste a pesar de sus riquezas, a la profundización de la pobreza general. Del País Con 
Futuro huyeron unos tres millones de peruanos, revelando lo que se ocultaba por parte 
de quienes debían por ética denunciarlo: la existencia agravada de intensos 
desequilibrios sociales. En el último año de la dictadura fujimorista y su parafernalia el 
Perú es el séptimo productor de cobre del mundo, el quinto de plomo, el cuarto de zinc, 
el tercero de plata y estaño y el décimo de oro; en estos días luego de aquellos tiempos 
de falacia y represión, el Perú continúa con Toledo y ahora con García sus 
padecimientos, puestos de manifiesto en la misma Lima donde la pobreza insultante de 
mujeres, niños y hombres, sin ninguna garantía social, crea las actividades callejeras de 
los ‘tapabaches’, ‘dateros’ (informan del tiempo de un autobús frente a otro), vigilantes 
a destajo, vendedores, buhoneros, cazaviajeros de transporte público, cambistas 
monedas extranjeras de esquina, y todo el funcional aparato de seguridad en la forma de 
policías estatales, municipales y preponderantemente guardias privados. Quienes tienen 
buen futuro en el Perú son las transnacionales. 
 
La autocracia de estos tiempos: Colombia 
 
El actual gobernante de Colombia Álvaro Uribe Vélez, es catapultado a la presidencia 
en una época en Latinoamérica bien distinta a la del Perú en 1990. En el 2002 esta 
región ya acusa todos los rigores de las medidas neoliberales iniciadas 
aproximadamente una década antes, habiéndose agotado la primera ola del modelo en 
países como Argentina, Méjico o Brasil con los resultados sociales desastrosos a la vista 
de todos. Ya es necesario emplear la fuerza para acometer la aplicación de la integridad 
de los planes del FMI y  el BM, o nuevos planes de dominación económica; para este 
propósito hay lugares en la región más problemáticos que otros; en este último caso se 
encuentra Colombia.   
 
El ascenso 
 
De Uribe podemos afirmar en primer término su carácter emergente, es un terrateniente 
ganadero con extensas tierras en el departamento del Córdoba en el norte del país, a la 
vez un hombre con un pasado bastante nebuloso, una parentela muy reconocida en 
Colombia por sus relaciones con el mundo del tráfico de psicoactivos y un reciente 
libro-testimonio de una novia de nada más ni nada menos que Pablo Escobar lo 
reconoce como muy cercano a las actividades de este. De su parte la propia Agencia de 
Inteligencia de Defensa (DIA por sus siglas en inglés) estadounidense lo vincula 
directamente al tráfico ilegal en un informe de 1991, ubicándolo en un lugar destacado 
del mismo. Varios periodistas exiliados lo acusan de innombrables apoyos a personas al 
margen de la ley o de ser conocido en el argot del bajo mundo como “El Salgareño”.  
 
En el terreno político, a diferencia de Fujimori, Uribe si tiene experiencia en este campo, 
ejerciendo, entre otros, los cargos de director de la entidad controladora de la 
navegación aérea, gobernador de su departamento de Antioquia, senador, etc. En todos 
estos empleos ha dejado por lo menos la controversia de favorecer indefectiblemente a 
elementos ilegales o poderes económicos. Sus ideales nunca ha sido cercanos a lo 
popular y su talante derechista siempre es reconocido en Colombia, siendo por ejemplo 



el proponente en un Congreso saturado de terratenientes, de leyes que desmontaron el 
precario sistema de salud existente hasta inicios de los años noventa.  
 
De Uribe se dice en la campaña del 2002 que es trabajador incansable, honrado; se 
recalca en él una imagen varonil y los medios de comunicación una vez su candidatura 
cobra fuerza no admiten comentario desfavorable alguno. 
 
Este hombre con un pasado turbulento aparece como el reverso del gobierno y 
personalidad de un presidente intonso y banal, nítido exponente de la más mediocre 
oligarquía bogotana como Andrés Pastrana (1998-2002), quien a su vez ha sido 
precedido por Ernesto Samper otro personaje de esta misma estirpe y talentos, el cual 
durante todo su mandato se dedica a defenderse, con muy pocos resultados en su 
credibilidad, de acusaciones de vínculos estrechos con reconocidos traficantes de 
sustancias psicoactivas, sin nada por tener como medianamente destacable como logro 
de gobierno (1994-1998); un par de gigantescos fiascos incluso para la quienes se 
beneficiarían de estos gobiernos. Pastrana intenta culminar un proceso de paz con el 
mayor grupo guerrillero colombiano, las Farc, apoyándose en el Mandato por la Paz de 
1997, un plebiscito de iniciativa popular que exige la solución a la guerra por la vía de 
la negociación, obteniendo más de 10 millones de votos a favor, una cifra no alcanzada 
hasta el momento por candidato alguno en Colombia. Empero, constantes problemas 
magnificados mediáticamente impiden que siquiera se llegue a acuerdos más allá de 
estipular el encuentro mismo, con todo el beneplácito de la oligarquía y militares 
ultrareaccionarios. Como si esto fuera poco, Pastrana vive en su mandato la mayor 
recesión conocida desde la existencia de estadísticas en Colombia, afectante en especial 
a la enclenque clase media; un ambiente de desesperanza es común a inicios del milenio 
en todas las capas sociales. 
 
Séquito 
 
El asesor más preclaro del régimen uribista resulta ser nada más ni nada menos, que el 
mismísimo primo del traficante más buscado en Colombia por la justicia durante los 
años ochenta e inicios de los noventa, Pablo Escobar Gaviria, siendo su abogado de 
confianza, José Obdulio Gaviria; un personaje vinculado a la mafia de acuerdo al decir 
del mismo expresidente Pastrana Arango. José Obdulio, como se le conoce 
coloquialmente, es un hombre emblemático del uribismo, de quien observadores apenas 
atinan a decir que es el más temido, siniestro, e injurioso hombre detrás del poder, 
residente no en un palacio de gobierno sino en una guarida. 
 
La autocracia de Uribe tiene también un psiquiatra en el círculo gobernante, se trata de 
Luis Carlos Restrepo, denominado Alto Comisionado de Paz, un cargo en teoría 
destinado ha entablar negociaciones con las guerrillas y los restantes grupos por fuera 
del orden constitucional. En sus ejecutorias siempre ha estado del lado de las soluciones 
violentas del gobierno, pero se ha mostrado benevolente con los grupos paramilitares, 
con ello Restrepo ha realizado un cambio profundo a sus antiguas postura humanistas y 
libertarias, respaldando irrestrictamente el estilo autoritario justificando las formas de 
poder violento imperantes con Uribe. Es notable su presencia a espaldas de Uribe 
durante sus más histriónicas alocuciones guerreristas; parece dar el carácter científico a 



las más irreflexivas y despiadadas decisiones de aquel, las cuales cada vez van siendo la 
mayoría.  
 
Existe además del Jefe de Estado, José Obdulio y Restrepo, un  grupo de personalidades 
cínicas tipo gañán o en el mejor de los casos  voceadores de sofismos ideados por otros, 
también reconocidos por sus injurias, calumnias disparatadas, comentarios absurdos y 
distractores; se destacan los insustituibles primos Santos, Francisco y Juan Manuel 
(copropietarios del poderoso y único diario de circulación nacional El Tiempo y del 
único canal local privado), Vicepresidente y Ministro de Defensa respectivamente; a los 
cuales se debe agregar funcionarios consentidos de Uribe como el Ministro de 
Agricultura (un hipotético sucesor de Uribe en la presidencia). Aquí se concentra el 
trabajo sucio de las falacias descaradas, las acusaciones sin fundamento, las 
manipulaciones, las operaciones de odio (del estilo 1984). Eso sí todo ello, bajo el 
directo mandato del Mesías (Uribe Vélez) de la política colombiana. Los destinatarios 
de estas campañas de desprestigio, son quienes realmente se oponen a la dictadura civil: 
ONGs de derechos humanos, algunos miembros del Polo Democrático Alternativo, 
periodistas investigativos, el único poder insumiso, la Corte Suprema de Justicia, hasta 
gobiernos extranjeros. 
 
Toma del poder 
 
Llega a la presidencia de este país, en guerra interior con diversas intensidades desde la 
década de los años 60, en el 2002 como un candidato que pasa de tener en las encuestas 
una baja aceptación, hasta llegar a aventajar con largura a sus débiles contrincantes: 
Horacio Serpa del desprestigiado partido Liberal (donde militaba Uribe hasta hace 
poco), ligado el expresidente Samper, y el exsindicalista Luis Garzón de una recién 
fundada alianza de partidos de centro-izquierda. Siendo Uribe un católico ferviente no 
vacila en apoyarse para las elecciones en las diversas iglesias protestantes residenciadas 
en el país, algo muy inusual en un país donde aún tiene relevancia la jerarquía católica 
romana. 
 
Con toda seriedad Uribe promete durante su campaña presidencial, acabar la guerra 
interna colombiana, no importando si el método es con más guerra, en no más de un año 
(asunto sin duda no conseguido) con los enormes recursos entregados por el gobierno de 
los EEUU a través del denominado Plan Colombia, una estrategia de guerra ideada e 
impuesta por ese gobierno desde el periodo de Pastrana Arango. 
 
Un crecimiento económico en Colombia que es común para todo el continente 
latinoamericano, y sus logros en la seguridad del gremio de los hacendados, lo postula 
como el creador de una nueva era de gobierno, un ser diferenciado de los restantes 
mortales que han gobernado la nación. Es el ‘salvador’, el ‘Mesías’ para quienes lo ven 
todo comprometido por la guerra interna: el 10 % de la población. Antes de Uribe hay 
caos, luego de él el paraíso del adinerado. El discurso uribista no deja de hablar de la 
mayoría de la población cuando repite el abstracto lema de la ‘Lucha contra la pobreza’, 
dentro de otro lema indeterminado pero sospechoso de reminiscencias fascistas: el 
Estado Comunitario.  
 



En el terreno de los hechos, el régimen de Uribe es una reedición del neoliberalismo 
económico en una etapa de resistencia a este luego de sus iníciales estragos de la década 
de los noventa, esta vez bajo la suscripción forzada de un tratado de libre comercio con 
EE.UU. leonino a los intereses colombianos, junto con una funcional dictadura civil 
personalista respaldada por propaganda de guerra en medios directamente controlados 
por el gran capital local y transnacional. 
 
Poder clientelar 
 
Los altos niveles de pobreza permiten que reciban cheques de programas de la 
Presidencia de la República y aparatos utilizados con fines clientelares como la Red de 
Solidaridad Social, el Consejo Nacional Para la Atención Integral a la Población 
Desplazada, Acción Social, etc., personas de la abrumadora mayoría desposeída de la 
población, por trabajos temporales e inocuos al circuito económico, subsidios 
económicos alimenticios o de vivienda, sacando provecho político el gobierno 
acentuadamente cuando estos repartos se producen en épocas previas a las elecciones.  
 
Otra de las formas de clientelismo se practica esta vez mediante la violencia de los 
aliados paramilitares quienes apoyan a Uribe como un poder por encima de los restantes; 
estos operando con los métodos más violentos conocidos en el hemisferio, incluyendo 
descuartizamientos y la antropofagia de sus víctimas, dominando inexplicablemente 
vastas regiones del país, desplazan campesinos usurpándoles las tierras, para luego 
colocarse ellos mismos o gentes afines al manejo clientelar del gobierno u obligando a 
los desplazados a ser proclives a Uribe. Este tipo de clientelismo violento se encuentra 
directamente patrocinado por el gobierno a través del Ministerio de Agricultura, como 
se deja entrever en el reciente caso de la hacienda Carimagua (Departamento del Meta), 
donde este ministerio le entrega tierras destinadas a familias desplazadas a latifundistas, 
para que aquellas gentes sean peones de estos. Es decir la legalización de una 
contrarreforma agraria utilizada como apoyo clientelar con todo descaro. Y no serán los 
desplazados peones de terratenientes locales sino de colosos capitalistas como el J. P. 
Morgan, Daima House negociadora de aguas, o la Cargill comercializadora de 
transgénicos, a quienes Uribe ha prometido tierras en estas llanuras cercanas a la 
frontera con Venezuela  
 
El Congreso es parte importante en el esquema clientelar puesto que son los miembros 
de este quienes emergen como intermediarios entre el ejecutivo y la población de las 
regiones urgida de obras sólo realizables desde el Estado central; el tema es manejado 
con un cuadernillo en el palacio presidencial donde se lleva la memoria de los deseos de 
los  arteros congresistas. Con ello se le da una participación a estos en el aparato 
clientelar, empero siempre el parlamentario otorgante de estos ‘favores’ debe aparecer 
ligado a la magnanimidad del Presidente. 
 
Recorte de garantías 
 
De entrada Uribe, quien a diferencia del Chino, obtiene de la noche a la mañana 
aplastantes mayorías en el Congreso, pretende imponer al país el recorte de todos los 
derechos fundamentales de los colombianos, proponiendo para ello modificar la 
incómoda Constitución de 1991 plagada de enunciados relacionados con las garantías 



judiciales, los jueces naturales, y los derechos a la intimidad. La modificación de varios 
artículos de la carta magna, aprobada sin obstáculos, permite los allanamientos y 
registro sin orden judicial, la creación de ‘Zonas de Rehabilitación’, la limitación al 
derecho de circulación dentro del país, etc. (2003). A pesar de esto, el nuevo articulado 
que viola tratados internacionales suscritos por Colombia, deja insatisfecho a quienes se 
beneficiarían con los poderes otorgados. El Presidente sufre un duro revés cuando la 
Corte Constitucional, equivalente al Tribunal de Garantías Constitucionales peruano, 
declara contrario a la Constitución la reforma por vicios de procedimiento. Estando ya 
formulado el propósito de coartar las libertades, algunos artículos de la fallida reforma 
se ponen de hecho en práctica, es el caso de las interceptaciones y registros ilegales, 
algo que es necesario aclarar, ha ocurrido desde hace lustros en Colombia. 
 
Sin embrago el lema gubernamental más repetido por los ensoberbecidos funcionarios 
arribistas sin descanso en los medios es el de ‘la Seguridad Democrática’, una frase 
pretenciosa de ser la razón de ser del gobierno. Esta es una militarización de la vida 
cotidiana del país, o tal vez más correcto es afirmar que resulta en una 
paramilitarización de la misma. No obstante otros observadores participantes del 
discurrir de la vida colombiana en los últimos 50 años opinan que esto apunta más 
acallar la protesta y extinguir a los movimientos sociales, ya de por sí exhaustos desde 
los años ochenta por las constantes e impunes masacres oficiales y paramilitares. 
 
Este tipo de gobierno dirigido por Uribe es partidario acérrimo del desmonte de los 
partidos políticos, con un modelo de organización social que acercaría a Colombia al 
corporativismo italiano de los años treinta Estado Comunitario), con un líder no tan 
carismático pero poseído con la histeria tropical de un capataz de hacienda, impuesto 
como benigno por la falsimedia y sus avances manipulatorios como imprescindible, una 
democracia ‘restringida’ (democradura), sustentada en clientelismo financiado por 
créditos del BM.  
 
Los servicios estatales de espionaje también forman parte importante en este paisaje 
colusionado durante los años de mandato uribista, aún en vigor. El Departamento 
Administrativo de Seguridad (DAS), es representativo del estilo de gobierno en sus 
actos de violación de los DD.HH. y vínculos con los grupos paramilitares, un asunto 
bien sabido en Colombia. El primer director de esta institución bajo el gobierno uribista, 
Jorge Noguera, se encuentra detenido acusado por estos y otros graves hechos, debido a 
las declaraciones de un testigo clave, el cual extrañamente habló del carácter descarado 
del ilícito; Noguera es un protegido del Presidente, quien no duda en calificarlo como 
‘un buen muchacho’ enviándolo como Cónsul a Milán, a pesar de las acusaciones. Los 
organismos de espionaje de los cuerpos armados, policía, ejercito, etc., son famosos por 
sus interferencias indiscriminadas e ilegales en las comunicaciones privadas, a pesar de 
la constitución; es común en Colombia saludar cuando se descuelga el auricular no a 
quién llama o es llamado, sino al tercero desconocido que graba las conversaciones, y 
esto a todos los niveles de los cuerpos oficiales o paraoficiales. 
 
Cuando las reclamaciones de organizaciones nacionales o extranjeras por las 
violaciones a los derechos humanos son de alguna entidad en el exterior, sobre todo en 
EE.UU. y en Europa, Uribe  acusa a estas y a cualquiera  que se preocupe por el tema de 
ser auxiliar de los grupos subversivos, con una agresividad merecedora de mejores 



causas; varios miembros de estas ONGs han debido abandonar el país por temor al 
cumplimiento de las amenazas de muerte realizadas por personas que se identifican 
como paramilitares, las cuales siguen indefectiblemente a las enérgicas inculpaciones 
presidenciales. 
 
El guerrero 
 
A diferencia del Perú en Colombia las FF.AA. no han desarrollado ningún papel 
protagónico en la vida política nacional (salvo el periodo 1953-1957), siendo más bien 
utilizadas por los partidos tradicionales –Liberal y Conservador- durante el siglo XX 
para el mantenimiento violento del orden social existente, a cambio de cierta autonomía.  
Apenas iniciado su mandato, Uribe Vélez adopta una imagen ante las fuerzas armadas 
distinta a las de sus antecesores; con el nuevo presidente se evidencia un especial interés 
por la vida castrense. Este desea ser visto como un camarada de quienes se desempeñan 
en la milicia, lo dice abiertamente, él es el primer soldado de la república; no obstante 
como Fujimori, nunca presta siquiera el servicio militar obligatorio al igual que todos 
los miembros de la oligarquía colombiana. 
 
En estos seis años Colombia tiene las fuerzas armadas, proporcionalmente a su 
población, más grandes de América Latina (unas 500 mil personas y aún así no logran 
controlar el territorio) representando más del 80% de los servidores públicos del 
gobierno central, el gasto militar asciende al 6.3 del PIB colombiano en el 2008, el más 
alto de la historia colombiana, profundizando el desbalance de las finanzas públicas, por 
supuesto sacrificando la inversión en salud, educación, vivienda, agua potable, etc. 
 
Como es lógico en este ambiente militarizado los miembros de las FFAA son como lo 
describió el columnista del diario El Espectador Alfredo Molano, un gremio armado 
controlando la mayor empresa económica en Colombia con dos ejércitos, uno en retiro 
que se consume el 40% del presupuesto militar y uno efectivo recibiendo el restante 
60%. , y el presupuesto de guerra año a año aumentando. 
 
En el fondo el exagerado monto destinado con muy escasos controles a la guerra interna, 
no debe extrañar si tenemos en cuenta que Uribe y su séquito debe mantener la fidelidad 
de la cúpula castrense y un desaforado gasto público destinado al manejo de los 
militares es una formula fácil de mantener afectos al proyecto político que se le ha 
encomendado realizar, espantando cualquier asomo de nacionalismos o reatos de 
conciencia. En consonancia con esto, no se puede olvidar tampoco que este gasto 
desorbitado, es una recomendación de la firma consultora del Pentágono Rand 
Corporation. 
 
Pero el primer soldado de la nación no puede evitar hechos vergonzosos dentro de las 
fuerzas armadas que harían caer a cualquier gobierno, aún en esta convulsionada época. 
No otra cosa son los enfrentamientos en 2006 entre el ejército colombiano y la policía 
colombiana como los de Jamundí (Departamento del Valle) con la cifra de 12 muertos 
de la policía, y Guaitarilla en el (Departamento de Nariño) donde resultaron muertos 7 
policías y 4 civiles, insucesos reveladores de la convivencia de estas fuerzas con jefes 
de grupos mafiosos. Ni un solo alto oficial fue pasado a retiro por tan graves hechos. 
 



Como si esto fuera poco, unos meses antes ese mismo año se da a la luz pública la 
noticia de torturas a soldados de familias campesinas en una guarnición militar no lejos 
de Bogotá, por parte de sus superiores jerárquicos. 
 
Podemos citar también a los denominados eufemísticamente ‘falsos positivos’, otra 
vergüenza más, donde se da muerte a indigentes, campesinos u otros desamparados y 
luego se los hace aparecer como miembros de las guerrillas muertos en combate, para 
atribuirse éxitos en la guerra contra los insurgentes. 
 
Estos hechos y masacres como la de Cajamarca en el Departamento del Tolima de 
miembros del ejército a civiles indefensos, constituyen pruebas del estado de las FF.AA 
y el trato de estas a la población bajo el mando de Uribe. 
 
El sistema que permite articular de manera cada vez menos subrepticia todos los 
organismos armados en este país con los propósitos y planes uribistas está constituido 
por las redes de organizaciones paramilitares, teóricamente desaparecidas, pero en el 
terreno de los hechos amnistiadas y fortalecidas, como lo corroboran diversos 
organismos de derechos humanos y la misma OEA proclive al gobierno. Los jefes de 
estos grupos relacionados con el tráfico ilegal de psicoactivos, controlan regiones 
enteras desde las cárceles donde purgan risibles penas por crímenes de lesa humanidad. 
 
El famoso en Colombia, sistema de informantes (delatores), también se articula bajo 
estas fuerzas irregulares que respaldan irrestrictamente al presidente Uribe y sus 
políticas de gobierno. Los paramilitares forman el eje de control de la población en las 
zonas de guerra, pero también cada vez más en otros lugares, sin que institución alguna, 
que de acuerdo al orden jurídico debería detener su avance, se lo obstaculice, en una de 
mostración de la connivencia y acatamiento de sus actuaciones por parte del actual 
gobierno. Estos paramilitares han sido legalizados y aceptados socialmente en los 
últimos seis años consolidándose como mafias regionales devoradoras del erario 
público auspiciados por el Estado uribista, quien de diversas formas busca su extensión 
a todos los rincones de la nación. En este sentido es de resaltar que el Presidente jamás 
ha rechazado los actos de sangre de este grupo violador absoluto de los Derechos 
humanos y agente desinstitucionalizador del precario Estado colombiano. 
 
De otra parte, el lema propagandístico más rimbombante del gobierno de Uribe Vélez es 
el de la ‘Seguridad Democrática’, el cual recuerda al fujimoristico de la ‘Seguridad 
Ciudadana’. Bajo este se justifica el sacrificio de la poca democracia existente sin 
poderse definir de otra manera distinta a la ampliación de la incorporación de miembros 
de las fuerzas armadas y su correspondiente dotación con dineros del Plan Colombia. El 
guerrero protege tan sólo a unos cuantos poderosos locales y principalmente a los 
extranjeros, por lo cual es ensalzado cotidianamente. Sus éxitos en la noción de 
seguridad impuesta a la sociedad colombiana, diferente a la entendida en la política, 
esto el estar seguro equivale al verse libre de peligros, son consecuentes con su andar 
por las calles de Bogotá con una custodia de unos cien hombres, escudos antibalas, y 
armas antitanque. Él parece el menos seguro de los gobernantes latinoamericanos. 
    
El infaltable enemigo exterior 
 



Como en el caso de Fujimori y su guerra relámpago con Ecuador por un territorio en la 
cordillera del Cóndor en 1995, Uribe en momentos en que el desgaste de varios años de 
gobierno, muchas promesas rotas, la investigación y juzgamiento de buena parte de su 
bancada de respaldo en el Congreso por corrupción y vínculos estrechos con el 
paramilitarismo y un panorama económico nada aragüeño, la invocación calculada de la 
amenaza exterior emerge precisamente para impulsar su tercer mandato consecutivo. 
Del lado internacional la dependencia del gobierno colombiano del estadounidense y los 
intereses de este impulsan al Presidente a la generación de un amenazante enemigo 
exterior. 
 
El enemigo no puede ser otro que Venezuela y el gobierno del Presidente Hugo Chávez 
con su proyecto bolivariano, al cual el gobierno Uribe atribuye intenciones 
‘expansionistas’ y relaciones con el enemigo interno llamado Farc. Por ello en lo que va 
del año 2008 la totalidad de los órganos de propaganda oficial, que son sin excepción 
los indivisos privados, siguiendo al régimen dictatorial, a una sola voz han generado un 
ambiente de guerra entre los dos países; en este sentido hay una guerra mediática 
desarrollándose en estos momentos entre los agentes propagandísticos 
proestadounideses (todos en Colombia) en contra del gobierno de Venezuela. El asunto 
ha llegado a unos límites nunca conocidos en la historia de los dos países, 
extendiéndose al vecino Ecuador luego de la violación por parte de tropas colombianas 
del territorio de esta nación, dando muerte a un grupo de guerrilleros del las Farc. Esta 
es la situación al momento de escribir estas líneas, que ha generando el rompimiento de 
relaciones diplomáticas entre naciones con pueblos sencillamente hermanos. Una vez 
más el divide y vencerás auspiciado desde el norte. 
 
La formula de chauvinismo aglutina a la población en torno al dictador, colocando a 
cualquiera que no respalde esta aventura antinacionalista y antilatinoamericanista, como 
enemigo interno y traidor, de un país, paradójicamente, convertido aún más por al actual 
gobierno en protectorado. 
 
El enemigo interno 
 
En los finales de los años ochenta y principios de los noventa del siglo pasado, el 
enemigo publico número es Pablo Escobar y los restantes miembros de los carteles del 
tráfico de psicoactivos, las Farc han tomado este papel con una mayor intensidad en los 
últimos tiempos. El gobierno Uribe ha llevado esta situación a extremos inimaginables 
unos años atrás. Este no oculta su odio irrefrenado por esta organización insurgente, a la 
cual no ahorra los epítetos más descalificadores, si bien existe otra organización 
insurgente el Ejército de Liberación Nacional (ELN). Quien opine distinta forma es 
tachado de colaborador del grupo guerrillero y puede ser objeto de una investigación 
penal por colaborar con ‘bandidos’ ‘asesinos’, ‘cobardes’, ‘terroristas’, etc., epítetos 
presidenciales que evidencian el nivel de mesura presidencial. 
 
Casi todo el presupuesto destinado a la defensa en Colombia es justificado por la 
existencia de este grupo insurgente descrito mediáticamente como la pura esencia del 
mal, los recortes al presupuesto de salud, educación, obras tienen como antecedente la 
‘lucha contra el terrorismo’ representado por las Farc, un anuncio copiado íntegramente 
y sin pudor de las proclamas del Departamento de Estado de Washington luego del 11 



de septiembre de 2001. En una apreciación somera se puede decir que para el gobierno 
de Colombia la justificación de todo el Estado y su funcionamiento se encuentra en la 
destrucción de aquel grupo insurgente y por tanto todo se subordina a este fin. No puede 
haber posturas diversas entre los colombianos en este tema para el gobierno y sus entes 
de vigilancia y represión.  
 
La contradicción de los anuncios repetidos de triunfos militares sobre aquella guerrilla, 
el descomunal presupuesto de guerra y el gigantesco despliegue de hombres que hacen 
de Colombia un país militarizado, no preocupa al gobernante en su imagen internacional 
La unificación de todos los grupos sociales alrededor de Uribe es un empeño 
indispensable en los fines gubernamentales; este es un respaldo soportado en el gran 
aparato propagandístico a su disposición. Lo curioso es que el presidente y su séquito 
cercano insisten sin descanso en negar la existencia en Colombia de una guerra interna. 
 
Corrupción 
 
El poder del paramilitarismo en el mandato de Uribe se demuestra en muchas formas 
políticas pero en una cotidiana es con el hecho de que en muchas zonas del país, este 
cobra a los buhoneros, camioneros, y comerciantes en general, pagos forzosos 
destinados a las arcas del grupo; esto ocurre incluso en la misma Bogotá. Una extorsión 
a tan gran escala que no podría ocurrir sin la complacencia del gobierno central e 
incluso los regionales. 
 
El Congreso llena buena parte del panorama de corrupción en Colombia. Hay en este 
momento 53 parlamentarios investigados y unos 20 detenidos de los partidos del 
Presidente Uribe, acusados por colaboración, y conformación con estos grupos 
irregulares que se lucran también del presupuesto público de las regiones, en una 
actuación de la Corte Suprema de Justicia, al parecer un órgano con alguna autonomía.  
  
El caso del exfiscal General Luis Camilo Osorio es muy diciente. Este funcionario 
durante todo el tiempo del ejercicio de sus funciones se ha dedicado a entorpecer todas 
las investigaciones sobre derechos humanos contra miembros de estado favoreciendo 
abiertamente su impunidad. Osorio llega hasta el despropósito de hablar de guerra 
contra las autoridades colombianas de estados como Suecia, Noruega, Francia y algunos 
grupos de Estados Unidos debido a la preocupación de estos por la situación 
colombiana de derechos humanos. Sus actuaciones como fiscal de favorecimientos a los 
paramilitares son ostensibles, cuando destituye o traslada a fiscales subalternos que 
llevan investigaciones por masacres y latrocinios de estos grupos; ordena a estos la no 
investigación de los militares o la desestimación de denuncias como la más conocida del 
apoyo a los paramilitares del conocido General Del Río; protege a un homicida 
paramilitar familiar del conocido jefe de esta organización Carlos Castaño. Osorio es 
una figura emblemática de la corrupción paramilitar en la administración de justicia; fue 
premiado por Uribe luego de terminar las funciones de su cargo con la embajada en 
México.   
Debemos recordar a los lectores que los paramilitares han dado muerte a unas diez mil 
personas en todo el territorio colombiano de acuerdo con cifras oficiales.  
 



El Consejo Superior de la Judicatura, también ha sido tocado vergonzosamente, por 
vínculos de su presidente con traficantes y favores a estos que caen en la esfera del 
Código Penal. 
 
El jefe actual de la policía colombiana un general (en este país bajo el dominio militar 
de los EE.UU la policía está militarizada y los militares cumplen funciones policiacas) 
tiene un hermano condenado en Europa, por tráfico de sustancias psicoactivas; otro, 
exjefe de seguridad del Presidente Uribe ha sido ascendido a general de la policía 
estando bajo investigación por interceptaciones ilegales de comunicaciones. 
 
La colusión y la corrupción en órganos de control es muy grande pues adicionalmente el 
sistema de elección de quienes ejercen la dirección de estos cargos, pasa por poderes 
públicos como el Congreso, dominado ampliamente por seguidores de Uribe, muchos 
de los cuales están vinculados, como ya vimos, estrechamente con el paramilitarismo. 
Hay quienes como el reconocido defensor de Derechos Humanos Javier Giraldo, afirma 
con desconsuelo, que hacia el futuro cercano todos los órganos estatales estarán 
dominados mediante una maraña de relaciones de forma más o menos legalizada por 
estos paramilitares en su calidad de brazo semiclandestino del estado, gracias a los 
esfuerzos tendientes a la impunidad ofrecida por este gobierno, con el fondo financiador 
del producto de tráfico de psicoactivos ilegales. La lentitud y el tráfico de influencias 
brindada por altos funcionarios de entes de investigación y acusación como la Fiscalía 
actual, es también determinante en este esquema. 
 
El poder electoral en sus acciones y omisiones es diciente de su favorecimiento al poder 
ejecutivo en sus investigaciones por fraude en las elecciones. En el años de la primera 
elección de Uribe Vélez, el 2002, surgen serias denuncias de fraude en las elecciones a 
cuerpos colegiados, en por lo menos la mitad de los departamentos del país, en las 
cuales los partidos que apoyan al Presidente electo logran mayorías sorprendentes, algo 
especialmente evidente en la conformación del Congreso de la República. Para las 
elecciones del 2006 tanto para elegir Presidente como miembros del congreso, el 
panorama del cuestionamiento de la limpieza de las elecciones, se agravó, ya 
relacionándosele con las mismas máquinas que realizan la labor de conteo de votos, 
además de la ya inveterada presión de los paramilitares a la población. 
 
De la Dirección Nacional de Estupefacientes o el poderoso Ministerio de Transporte, 
dependencias que manejan costosísimos bienes de los traficantes y multimillonarios 
proyectos de obras públicas, se sabe de denuncias por corrupción relacionadas con 
contratos y abuso de poder, sin que nadie resulte involucrado penalmente, una práctica 
muy usual en Colombia, demostrativa de la negociación de los procesos en las entidades 
encargadas de sancionar.  
 
Vinculada con este tema del tráfico de psicoactivos, es patente la entrada a la legalidad 
de cifras aún incuantificables de dólares en la economía colombiana, destinadas 
directamente al lavado de activos, especialmente en la construcción y en la compra de 
tierras, automóviles, etc., cuestión reflejada directamente en la revaluación del peso 
colombiano. Verbigracia 3 mil 104 millones (3% del PIB) de dólares ingresan a la 
economía en el 2005 sin origen ni destinatario reconocible por parte de la acuciosa 
entidad de impuestos colombiana (DIAN) ni del Ministro de Hacienda uribista; son 



cifras multimillonarias sólo explicadas con realismo si se relacionan con el negocio del 
tráfico de drogas ilegales. Uribe y su equipo de ilustres economistas apenas atina a 
negar sin justificación aceptable lo manifiesto. 
 
Como ya se mencionó la persona de Álvaro Uribe Vélez como tal es intocable dentro 
del país, pero cuando desde el exterior es acusado de actos de corrupción y una vez más 
por el Miami Herald, como en el caso de favorecimiento en un contrato petrolero a la 
empresa norteamericana Drummond en el Departamento del Cesár, en una Corte 
estadounidense, el asunto es solucionado con un comunicado de Presidencia 
desmintiendo el hecho e invitando a efectuar denuncias ante el Fiscal, con pleno 
conocimiento que este ni siquiera abrirá investigación y que las mayorías en el 
Congreso, el órgano que constitucionalmente debe juzgarlo, impedirán cualquier 
enjuiciamiento. No obstante de vez en cuando salen a flote imágenes del Presidente con 
paramilitares o familiares suyos como su hermano Santiago Uribe, con reconocidos 
traficantes de psicoactivos, recayendo en este último acusaciones de la pertenencia a 
aquellos grupos irregulares colombianos; algunas de estas denuncias son enviadas desde 
los mismos Estados Unidos, en un cada vez menos extraño ritual que pareciera una 
especie de advertencia recordatorio de un pasado turbio.  
 
Esporádicamente se filtran informaciones inquietantes para el gobierno, como la del 
nuevo avión presidencial de un costo de 40 millones de dólares, cuando se había 
despedido a casi nueve mil empleados públicos para teóricamente ahorrarle al país 18 
millones. 
 
En este tema de las esporádicas acusaciones al Presidente, particular curiosidad causa la 
muerte (24.02.06) del otrora íntimo amigo de Uribe, Pedro Juan Moreno, en un 
accidente aéreo al caer el Helicóptero en el que viajaba. Moreno se había convertido en 
un muy incómodo crítico del gobierno realizando continuas denuncias documentadas 
contra  funcionarios con la citada del avión presidencial. La investigación por esta 
muerte es calificada por otros críticos de Uribe como sospechosa, en un lenguaje que 
sería considerado irrespetuoso para la política en Colombia tan sólo unos años atrás: 
“Esta investigación ‘huele’ (apesta) a todo lo que sale desde palacio: podredumbre”.  
   
El tema de las fumigaciones con glifosato de cultivos ilícitos, aún en zonas de reserva 
natural o incluso resguardos indígenas, un gigantesco crimen contra el medio ambiente, 
tiene especial relevancia para el gobierno de Uribe, pues sigue sin observación 
sustancial las recomendaciones de la DEA y el Departamento de Estado gringo, a su vez 
ejecutores de la gigantesca operación militar impuesta al país, llamada Plan Colombia. 
La situación geográfica de Colombia la ubica como uno de los tres países más 
biodiversos del mundo, y es en este entorno ambiental donde se utiliza esta arma de 
guerra biológica, provocando las afectaciones comprobadas a la salud humana y en lo 
social; estas fumigaciones atentan contra este país y en últimas del mismo planeta. El 
daño ambiental causado por las fumigaciones con estos productos tóxicos alcanza el 8% 
de la tierra cultivable en Colombia entre el año 2000 y el 2003.; durante el resto del 
gobierno Uribe aumenta en proporciones aún no cuantificadas. Lo anterior ocurre a 
pesar de que el candidato Uribe del 2002 promete solemnemente darle prioridad al tema 
ambiental en su programa de gobierno de 100 puntos; unas metas por cumplir bajo su 
administración. 



 
De la parte social existe el hecho tozudo y diciente de la injerencia directa de este 
intencional envenenamiento ambiental en la guerra colombiana: “La puesta en práctica 
del programa de fumigación sin contemplar los principios legales de Colombia y contra 
la voluntad de las autoridades electas locales y regionales, ha socavado el estado de 
derecho y la autoridad del gobierno …  extendiendo aún más el alcance  del conflicto 
armado interno.” 
 
Continuando con los incumplimientos del programa de gobierno uribista, iniciando el 
sexto año de mandato Uribe Vélez los logros de aquel se alejan a velocidad de la luz de 
sus promesas de un mes antes de su primera elección. Aquello de eliminar en un año los 
cultivos ilícitos resulta apenas un lema de campaña electoral, pues estos aumentan, la 
construcción de 100 mil viviendas sociales por año, un buen gancho electoral que ya no 
nombra, La participación ciudadana en la definición de las tareas gubernamentales una 
broma pesada si observamos la trayectoria de un régimen despótico con los desposeídos 
y magnánimo con los poderosos, que en la campaña del 2002 decía que no poseer 
inspiración neoliberal. Las relaciones internacionales en programa de gobierno uribista 
prometían dar prioridad al tema latinoamericano, empero en la práctica han tenido el 
impulso exactamente contrario; Colombia tiene graves problemas fronterizos y políticos 
con Venezuela, Ecuador y Nicaragua, en este momento relaciones rotas con estos 
gobiernos, unas distantes con países como Brasil o Argentina, y en general su 
aislamiento de Latinoamérica es ostensible, dada la política inflexible de ser por entero 
dependiente de los mandatos de Washington, lo cual se refleja en el carácter virreinal 
del embajador estadounidense en Bogotá y de todos su funcionarios en el país. El 
representante del gobierno Bush habla de todos los temas internos del país sin más 
límites que los de la conveniencia de su gobierno.  
 
La fragilidad del estado colombiano, un hecho incuestionable desde los años 50 del 
siglo pasado, y la timidez y fragmentación de los posibles movimientos de oposición, 
ayudan a conformar ambiente de impunidad propicio para el desarrollo de un gobierno 
como este de Uribe, el cual a su vez es descrito sin más, como un régimen mafioso por 
voceros del único partido opositor Polo Democrático Alternativo, incapaz hasta ahora 
de constituir un movimiento de masas como fuerza política y precisamente hoy en 
proceso de división.  
 
Enajenación del país 
 
Privatizar es el único verbo conjugable para el presidente en lo relacionado con los 
bienes públicos, durante todo el tiempo de su mandato hasta la actualidad. Repite este y 
su séquito las bondades de la ‘inversión extranjera’ y lo conveniente de estas para 
generar empleo, como fetiche para captar a las enormes masas de desempleados; la 
prosperidad depende de ello repiten en coro todos sus funcionarios, eso es la 
globalización y Colombia debe participar del festín del dinero de los poderosos, es el 
argumento de mayor profundidad. 
 
Uribe ha intensificado la privatización de empresas estatales iniciada en los años 
noventa, destacándose las ventas de Telecom, Ecogas, Banco Granahorrar, BanCafé, 
Paz Del Río, varios aeropuertos, carreteras (los peajes en Colombia hacen a muchos 



dudar en usar el transporte terrestre), refinerías; más las liquidaciones de Telecom (para 
luego venderla sin pasivos pensionales), ISS (seguro social) y otras empresas de salud 
pública permitiendo el cierre y privatización de hospitales regionales por ser ‘no 
rentables’. La venta más diciente del carácter antinacionalista del gobierno en el aspecto 
monetario, ha sido el inicio de la privatización de la empresa más rentable del 
patrimonio del estado colombiano: Ecopetrol, contraviniendo expresos acuerdos 
convenidos con el sindicato petrolero, garantizados por la prooligárquica iglesia católica. 
Dentro de los compradores es notable la presencia de empresas españolas, quienes han 
adquirido también compañías del sector privado. En la subasta del trabajo de varias 
generaciones de colombianos han salido favorecidos Endesa, Unión Fenosa, Repsol 
(aunque no se anuncie como tal), el Grupo Prisa, Planeta y Aguas de Barcelona, las 
cuales cada vez pesan más en el panorama económico y social. 
 
Todas estas ventas están establecidas en los acuerdos que el gobierno colombiano ha 
firmado obedientemente con el Fondo Monetario Internacional (FMI), Ya es lo que 
queda de lo público en Colombia, pues las restantes habían sido vendidas por los 
gobiernos de César Gaviria, Ernesto Samper y Andrés Pastrana. Pendiente en el corto 
plazo están por privatizar las muy rentables empresas de conducción eléctrica. Para más 
desgracias, el agua de las grandes ciudades es lo que sigue por caer en las avarientas 
manos del capital extranjero luego de esta fase  
 
Del lado agrario en un país que se precia de serlo, el despojo de tierras a campesinos de 
varias regiones del país, pero especialmente en el Departamento del Chocó y la región 
de Urabá a manos de paramilitares, con el fin del establecimiento de cultivos 
industriales de palma o para cultivos utilizables en la producción de biocombustibles, 
van siendo hechos consumados extendidos ya con el abierto apoyo oficial del Ministro 
de Agricultura, a otras regiones como el Departamento del Meta en el caso reciente de 
la hacienda Carimagua, donde a campesinos desplazados les despoja de la tierra y el 
gobierno se la entrega a ricos simpatizantes uribistas, quienes harán de aquellos peones 
en lo que fue su propiedad. 
 
En concordancia con esto, los jefes paramilitares hablan con orgullo de estos latrocinios, 
cometidos principalmente contra campesinos de comunidades desplazadas y 
afrodescendientes, ahora con legalización del gobierno, como un acto natural de los 
planes de desarrollo del país; ningún funcionario gubernamental ha rechazado tales 
aseveraciones de los jefes paras, por tanto la complacencia del jefe de estado con estos 
crímenes es ostensible. Prueba de ello fue la Ley Forestal aprobada por el Congreso 
uribista la cual entregaba los bosques tropicales a los depredadores internacionales, 
afortunadamente declarada contra la constitución en la Corte Constitucional por otro 
error de procedimiento parlamentario. 
 
Por último, como colofón de toda esta enajenación de un país entero, los planes de 
desarrollo colombianos para Uribe y demás coadyuvantes, pasan indispensablemente 
por el Tratado de Libre Comercio con EE.UU., cuyas negociaciones son para 
renombrados investigadores de la oposición colombiana una secuencia de actos de 
entrega de la soberanía y recolonización, aprobado nuevamente sin discusión importante 
en el Congreso al servicio de los dictados presidenciales. Si este tratado no ha entrado 
aún en vigencia, ello se debe a las sospechas causadas por el pasado del jefe de estado 



en el Congreso estadounidense y las denuncias sobre las constantes violaciones a los 
derechos humanos de sindicalistas y campesinos.  
 
Represión 
 
Las consecuencias de las medidas de control a la población, especialmente rural, 
denominada Seguridad Democrática, convierten este nombre en todo un orwelianismo. 
Las ejecuciones y las desapariciones forzadas han ido en aumento desde el inicio del 
gobierno de Uribe Vélez, aproximándose a las mil doscientas personas aseveran las 
ONG de derechos humanos, incrementándose en un 65% frente al periodo 1997-2002. 
Los homicidios selectivos son pan de cada día, se producen secuestros en cualquier 
parte del territorio colombiano.   
 
Sobre este aspecto cabe destacar el caso de la masacre de varios campesinos incluyendo 
tres niños de 2, 6 y 11 años  en San José de Apartadó (febrero del 2005), luego de que el 
Presidente Uribe acusara a la comunidad de paz a la que pertenecían de tener vínculos 
con las Farc, y el que con posterioridad no rechazara este homicidio múltiple, por el 
cual hoy están acusados varios miembros del ejército. Delegados del Alto Comisionado 
De las Naciones Unidas para los Refugiados y de la Alta Comisionada para los 
Derechos Humanos que visitaron la zona de los hechos hablaron de que era inadmisible 
y un crimen contra la humanidad. 
 
El caso del otro de los cuerpos armados ya citado, el Departamento Administrativo de 
Seguridad, ha revelado su estrecha colaboración con los paramilitares en la persecución 
de sindicalistas y opositores en especial en la costa atlántica colombiana. 
 
En el mismo sentido, la muerte del alcalde de El Roble Departamento de Sucre al norte 
del país, fue como un pasaje de una obra de Gabriel García Márquez. En una de las 
reuniones sabatinas del presidente Uribe por la región, este funcionario de nombre 
Eudaldo León Díaz miembro del opositor Polo Democrático Alternativo, le dijo 
textualmente al todopoderoso gobernante: Presidente a mi me van a matar; pocos días 
después de esta declaración frente a las cámaras de televisión, la advertencia fue 
materializada con su desaparición y muerte violenta. Díaz había advertido a su familia 
que si moría ello habría sido obra de del exgobernador uribista de Sucre, Salvador 
Arana Sus, vinculado a escuadrones paramilitares (en su momento Luis Camilo Osorio 
lo exonera). Posteriormente a ello Uribe nombra a este secretario de la embajada 
colombiana en Chile, para más tarde ser embajador; Arana en este momento es prófugo 
de la justicia investigado por la Corte Suprema de Justicia. 
 
Bien es sabido que Colombia es el país del mundo más peligroso para el ejercicio 
sindical, con 78 asesinados en el 2006; frente a la complicidad e impunidad que posee y 
busca el gobierno de Uribe por estos crímenes, la Confederación Sindical Internacional 
(CSI) observa que este simplemente gasta millones de dólares en campañas de 
publicidad en el exterior principalmente en EE.UU. para hacer olvidar en el exterior 
tales hechos. 
 
En general la supuesta dictadura blanda uribista deja un saldo de víctimas que no puede 
ser pasado por alto por otros gobiernos, salvo intereses geopolíticos de por medio. En el 



primer semestre de 2005 murieron por violencia sociopolítica 1.050 personas. Las 
víctimas de los paramilitares van desde 10 mil de acuerdo a la Fiscalía y 31 mil según la 
Comisión Colombiana de Juristas, muchos muertos mediante torturas y 
descuartizamientos. No obstante el organismo investigador  colombiano afirma no 
poseer recursos para adelantar las investigaciones. 
 
La llamada Ley de Justicia y Paz es para viarios organismos internacionales la 
elaboración de normas de impunidad a favor del los encumbrados paramilitares, quienes 
en la mayoría de las regiones de Colombia continúan con sus muertos y ahora están 
mejor armados, ya con toda la impunidad legal del caso. El rumor callejero dice que eso 
sí tienen la con la prohibición (¿de quien?) de dar muerte a más de tres personas a la vez, 
para no parecer que prosiguen con las masacres. 
 
Pero eso sí, los cupos carcelarios han crecido bajo el mandato de Uribe. De entrada en el 
programa político uribista se habla de la construcción de cárceles para albergar a unos 
54 mil presos, una curiosa forma de eliminar la pobreza e indigencia de buena parte de 
la población, denominado por este gobierno ‘el imperio de la ley’, con un fuerte sabor a 
doctrina gringa. Aquí si hay mediano cumplimiento de las promesas electorales, se 
proyecta invertir unos 20 millones de dólares en 11 recintos para penalizar mujeres y 
hombres. El asunto es presentado como un gran logro de gobierno por Uribe. 
. 
En 2007 se conoce la noticia de que una corte estadounidense coloca una multa de 25 
millones de dólares a la firma Chiquita Brands, con motivo de su pago de 1.7 millones 
de la misma moneda entre 1997 y 2004 a los paramilitares colombianos del 
departamento de Antioquia por protección frente a las amenazas de los grupos 
guerrilleros de la región; el resultado es que en estas zonas con estos pagos los 
paramilitares se arman y matan a unos 170 campesinos y se apropian de sus tierras. 
Declaraciones calculadas del Vicepresidente Santos pidiendo que la multa a la Chiquita 
sirven para reparar a los deudos de los asesinados, pretendiendo así exonerar de las 
reparaciones debidas por los aliados paramilitares a los deudos de las víctimas; respecto 
a estos el régimen con toda insensibilidad, propaga la indiferencia por su suerte. Las 
marchas en su favor son rechazadas con acusaciones de ser marchas a favor de las Farc. 
 
En realidad con la ocurrencia de actos como los relatados se certifica lo innecesario de 
una expresa entrega de poderes legales e incluso constitucionales al gobierno, cuando 
los agentes gubernamentales y paramilitares obran por encima del orden jurídico 
violando los derechos fundamentales de quienes se les endilga el calificativo de 
subversivos o contrarios al gobierno; en Colombia el problema del Habeas Corpus es en 
estas materias algo meramente teórico. Va acompañado de intimidaciones con la 
promesa de causar la muerte con sufrimientos a personas claves dentro de la política 
como el presidente del partido opositor Polo Democrático Alternativo, Carlos Gaviria, y 
en general a los miembros relevantes de este grupo. Las amenazas provienen casi 
siempre de los, de acuerdo al gobierno, inexistentes paramilitares. 
 
La mera libertad de expresión de los ciudadanos, algo elemental en el hemisferio 
occidental, se encuentra socavada por los agentes del gobierno uribista y sus 
conmilitones paramilitares, hay una censura de hecho en Colombia. En ciertas regiones 
del país, leer escritos del Che Guevara puede conducir directamente a la cárcel (algo 



sintomático del temor de los gobernantes), en Popayán (Departamento del Cauca) los 
paramilitares obligan a cerrar un puesto de libros en una feria regional por tener 
literatura del revolucionario argentino, en la Feria Internacional del Libro de Bogotá, 
siempre llegan miembros de espionaje oficial a realizar sus labores de inteligencia. 
El citado Carlos Gaviria un respetado jurista ex magistrado de la Corte Constitucional, 
ha calificado el ambiente de este momento político en Colombia de mediados del quinto 
año de mando de Uribe Vélez, como de prefacismo. 
 
Poder ilimitado y tráfico de impunidades 
 
Uribe siguiendo el mismo derrotero de Fujimori, en todas sus ejecutorias como 
gobernante ha ido copando todas las instituciones de control, en Colombia numerosas, 
ubicándose con ello a nivel de un todopoderoso gobernante contrario a la historia de 
este país. 
 
El Congreso está controlado por miembros de diversos partidos uribistas con nombres 
extraños y abstractos como Alas Equipo Colombia, Partido de la U, Convergencia 
Ciudadana, Colombia Democrática, Movimiento Moral, pretendiendo disimular su 
ideología fuertemente derechista; los jefes paramilitares dicen controlar el 35% de estos 
parlamentarios. 
 
Los restantes poderes de control, como son la Procuraduría General de la Nación, la 
Contraloría, la Fiscalía, la Defensoría del Pueblo, de una u otra forma han sido 
cooptados. 
 
El Procurador General (quien en Colombia vigila y sanciona a los empleados públicos),  
de su parte tiene a varios familiares cercanos dentro de los investigados por estos 
mismos hechos relacionados con paramilitarismo.  
 
El Contralor es un hijo de un reconocido expresidente de los años setenta, época 
también de detenidos, torturados y desaparecidos, quien respaldó a Uribe en su campaña 
de elección. El Defensor del Pueblo, para una nación en guerra con millones de 
desplazados (la segunda luego de Sudan), desapariciones y asesinatos, es un funcionario 
de tan bajo perfil que apenas unos cuantos recuerda su nombre. 
 
El actual Fiscal General de la Nación, es un exfuncionario de este mismo gobierno con 
poca formación en la materia de su cargo y notables ambigüedades, por tanto poco se 
puede esperar de algo de independencia, salvo llamamientos a juicio a los chivos 
expiatorios, persiguiendo una imagen de ejercicio cabal de sus funciones; con los 
grandes procesos (como el primo del Presidente, Mario Uribe acusado de 
paramilitarismo), se esperan los sobreseimientos de costumbre.    
 
El poder judicial en manos de la Corte Constitucional, ha sido cooptado por personas 
cercanas a Uribe Vélez, así se nombra su propio exsecretario jurídico como magistrado 
de este ente; incluso el padre del presidente de esta corporación judicial en el momento 
de decidir sobre la reforma de la constitución que permitió su reelección, es el 
embajador en Francia. 
 



Todo lo anterior explica con largura, el motivo por el cual, cuando un notable 
funcionario del gobierno de Uribe es acusado ante de un actuar delictivo y antitético, 
este simplemente invita a la formulación de las denuncias ante estos órganos de control, 
seguro de que ninguna por sustentada en pruebas que sea, prosperará dados los 
intrincados controles ejercidos desde el ejecutivo a la rama judicial, y el control sobre el 
Congreso. 
 
El poder concentrado de Uribe se basa en una tupida red de intercambios de 
impunidades y relaciones de explotación en lo que resta del Estado y de las canonjías 
que este pueda aún dispensar, extendiéndose hasta los medios de comunicación. Ningún 
poder puede encontrarse fuera del universo uribista y sus funcionarios oficiales y 
paraoficiales. La persona del Presidente la República figura como gestor general de 
cuanto acto gubernamental se exalte y por tanto cualquier cuestionamiento de otros 
poderes es inadmisible. 
 
Como sustentación de todos estos actos gubernamentales legales, ilegales y 
frecuentemente deshonrosos, condimentados por constantes procederes bufos, se invoca 
principalmente la favorabilidad de las encuestas hacia el Presidente. Estas nunca bajan 
del 65% de popularidad en su favor, siendo su media la del 70%. Los medios hablan de 
un respaldo incondicional de toda la nación, sin detenerse a examinar, que en las 
elecciones del año 2006 el potencial electoral era de cerca de 27 millones de posibles 
votantes, y tan sólo 7 setecientos votaron por Uribe Vélez, poco menos del 26%,  en un 
país donde el voto no es obligatorio. Los sondeos resultan repetidamente cuestionados, 
no obstante lo real es la enajenación de Colombia al capital extranjero. 
 
La necesaria complicidad 
 
Tal vez el rasgo más destacable de los medios de comunicación en Colombia es su 
concentración en pocas manos. A la par de los dos únicos canales privados, existe un 
único diario de circulación nacional El Tiempo, el cual junto con el único canal privado 
local, son de propiedad de una familia derechista (Santos), recientemente adquiridos en 
sociedad por el reaccionario Grupo Planeta de España; existen dos preponderantes 
revistas de opinión (una de ellas de la familia Santos), y la otra dirigida por un vástago 
de esté omnipresente clan, al cual pertenecen el vicepresidente y el Ministro de la 
defensa. Como es notorio las informaciones independientes son de prácticamente 
imposible surgimiento. 
 
Los grandes medios de comunicación  concentrados en pocas manos ya habían formado 
un estrecho (dada la concentración en pocas manos) frente común durante los diálogos 
de paz del presidente Pastrana (1999-2002), para magnificar todo lo negativo de estos 
ante la opinión pública, algo muy coordinado y con una sospechosa homogeneidad en 
formas y contenidos. Empero la estrategia de control de los medios con el ascenso al 
poder de este terrateniente tiene las propiedades de la intoxicación manipulatoria. 
 
Los intereses generales de la sociedad colombiana y la ética periodística son 
despreciados, el trabajo de los medios tiene como ejes fundamentales en el nuevo siglo 
el distraer a la población de los agudos problemas sociales,  ponderar aduladoramente 
del Jefe de Estado y su séquito, a la vez de acosar y denigrar de cualquier cuestionador 



de los dictados gubernamentales a través de todos los trucos periodísticos posibles, 
fingiendo con dificultad cada vez más notoria ecuanimidad. 
 
Distracción 
 
Si en el Perú de la era fujimorista existe la prensa Chicha, en la era uribista en 
Colombia hace lo propio la prensa satinada. Esta se dirige a la sobremanipulada clase 
media y su sempiterno arribismo, algo muy cultivado en este país. Se muestra en 
pesadas revistas vedettes desnudas, y/o reportajes de enorme banalidad como 
información original de gran valor periodístico, junto con escándalos de corrupción y 
nepotismo convertidos en meros cotilleos, sin dejar también de aparecer tales 
seudoinformaciones en los restantes medios. 
 
Los titulares son muy elocuentes:  Sexo novia de un actor porno o Un mundo más 
tranquilo sin recreacionistas –Soho Ed 43 Ago.2003-;  
La Reina del porno, Los hombres mejor vestidos (aparece el Expresidente A. Pastrana). 
– Don Juan Ed. 14.10.2007-;  
Paola Turbay conquista la tele gringa – Jet Set Ed.13.02.2007-;  
Parejas de moda (aparece el ministro de agricultura) – Cromos edición No 4684-;  
La Ministra rezandera, El amor la alejó del convento, un milagro salvó a su hijo, o Una 
colombiana le hace sobreros a la realeza inglesa -Caras 23.06.2007- 
 
Como se evidencia en estos titulares, se lanzan al público algunas informaciones de 
relevancia mimetizados en una tupida maraña de postulados que van del morbo sexual, 
lo trivial o intrascendente, incluyendo el absurdo y horroroso de la vida cotidiana de las 
ciudades, reportajes propagandísticos a funcionarios uribistas o chauvinismos 
intrascendentes. 
 
La radio y la televisión férreamente controladas por la propiedad de magnates criollos o 
multinacionales extranjeras, hace lo propio para evadir los problemas fundamentales y 
el debate sobre los mismos. Las más inverosímiles trivialidades se pasean 
grotescamente incluso en los noticieros, relegando al olvido los temas álgidos 
merecedores de un trato de amplia información y análisis. 
 
Ello ocurre en una nación que como ya se dijo representa la mayor tragedia humana del 
hemisferio occidental con casi tres millones de refugiados internos debido a la guerra, o 
a la sazón, en la cual 20 mil niños mueren anualmente por enfermedades fácilmente 
curables, los cuales son calculadamente invisibles para los periodistas que trabajan en 
estos pomposos medios de comunicación.  
 
Adulación 
 
Uribe sale en todas las obedientes emisoras de radio frecuentemente encadenadas (las 
mas importantes son las del grupo español Prisa y del potentado Ardila Lulle), las 
cuales se coordinan sin dificultad alguna para abordar al dictador. Este llama 
telefónicamente a los directores de los mismos como si fueran a sus subalternos. La 
visión de un servicio público dentro de una concesión del espacio público 
electromagnético no existe para uno y otros. 



 
En Colombia no parece existir la necesidad de los sobornos a los propietarios de los 
mass-media, a la manera que lo debía de hacer Montesinos en Perú. Los medios son 
simplemente dóciles y a la vez volcados al respaldo del modelo Uribista del cual sacan 
provecho económico a través de la abundante publicidad de guerra pertinazmente 
emitida por el gobierno en aquellos.  
 
Los periodistas, y en general los medios privados de comunicación en Colombia, juegan 
un papel fundamental en la consolidación de la figura de caudillo de Álvaro Uribe, en su 
estilo de gobierno particularmente autoritario y esencialmente, en la difusión del 
proyecto político de ultraderecha. Sobre todo ha sido evidente su posición malinchista 
de clase en los directores de medios, dirigida a defender los propósitos de consolidación 
del dominio de las multinacionales, que les conduce a rechazar cualquier nacionalismo, 
los emolumentos parecen ser determinantes en el asunto. 
 
En perfecta ejecución de esta asociación gobierno-medios, se oculta cualquier hecho 
desprestigiante del presidente, o en veces calculadamente llegan a la luz pública abusos 
y latrocinios menores (como las corrupciones de algunos colaboradores, los que vayan 
cayendo en desgracia) para cubrir con espectacularidad otros escándalos mayores; las 
practicas clientelistas para la población como subsidios, carreteras marginales, empleos 
precarios, junto con las manipuladas estadísticas, tienen gran difusión.  
 
La agenda de temas que los medios colocan todos los días es de una uniformidad tal que 
no puede menos que causar suspicacias, y esta en todo en consonancia con los dictados 
políticos gubernamentales. Hasta la libertad de desarrollar estos temas es autorestringida 
y se llega al extremo de las tácitas prohibiciones de los momentos álgidos. Un ejemplo 
son temas de la libertad de expresión coartada por el intensivo espionaje del gobierno, el 
cual a pesar de formalmente ser un delito, como en el caso de las interceptaciones 
telefónicas clandestinas, violación fragrante de los derechos del individuo, y muestra 
fehaciente del tipo de estado imperante en Colombia, tratadas por los medios, como 
meras anécdotas, sin ninguna reprobación. 
 
El escenario de estos espacios de información es banal llegando al desprecio de 
necesidades acuciosas de la abrumadora mayoría; en los canales privados en vez de 
informadores con credibilidad se exhiben presentadores bufones, o justificadores con 
movimientos corporales, los cuales frecuentemente otorgan importancia y toda 
credibilidad a informaciones de apariciones de vírgenes y otros ‘prodigios’ sobre 
naturales. Los familiares del presidente son expuestos frecuentemente como ‘famosos’ 
en estos medios sin una razón válida, en una muestra más de la propaganda caudillista. 
 
El Jefe de Estado actual además de la zalamería de estos canales, posee para divulgar 
sus postulados de venta de empresas estatales y de privatización de servicios públicos y 
de cierre de hospitales gubernamentales, un espacio particular de once horas los sábados, 
con las cuales reparte subsidios y promete obras en alejadas regiones del país; es decir 
es publicitado su ejercicio clientelista. Es cuidosamente expuesto al público con su 
rutinario aspecto de capataz de hacienda, sus oraciones ausentes de gramática y de 
pronunciación inteligible (expuestas por horas y horas), sus divulgadísimos insultos con 
adjetivos soeces dirigidos a enemigos y subalternos por igual, pretendiendo una 



rufianesca reafirmación de machote, de gañán campechano cercano al pueblo, instituye 
la reelaboración de un estereotipo de demagogo tropical del siglo XX.  
 
Las informaciones sobre el muy discutido pasado del Presidente son diligentemente 
sepultadas en montañas de espectáculos y nimiedades. El debate de ideas en televisión 
se encuentra restringido a espacios donde opinan ‘analistas’ de posiciones ideológicas 
cercanas al gobierno y opositores de cuestionamientos superficiales; jamás se ve en 
Colombia abrir las cámaras y micrófonos a  las personas de la calle. 
 
La situación mediática, en el ocaso ya iniciado del segundo mandato de Uribe, es de 
directa e intensa propaganda a favor de todo lo concerniente al régimen lo que ha 
conducido a comentaristas políticos, nada izquierdistas, a catalogar a las pretendidas 
informaciones de canales, revistas y periódicos, ya marcadamente oficialistas, como 
‘nauseabundos’, ‘serviles’, y hasta a la sede del gobierno ejecutivo colombiano en razón 
de las denuncias de los vínculos del gobierno es citada como La casa de ‘Narquiño’.  
 
No es posible referirse a las lisonjas a Uribe sin tocar el tema del manejo mediático de 
sus aliados paramilitares. Hacia 2003 lentamente se va haciendo más evidente el 
favorecimiento de los medios, principalmente televisivos, a los paramilitares en cabeza 
de los jefes de tal organización. La conducta de estos manifestada en desplazamientos, 
masacres, usurpaciones de tierras etc. es para los canales privados, cuando más 
discutible, a pesar de las expresas confesiones de estos gravísimos delitos. La forma de 
abordar estos temas puede llevar a la creencia de un acuerdo para elaborar estas 
informaciones ante el público; a tal grado se ha elevado este consenso tácito del trato 
preferencial y apologético a los paramilitares, que un exfiscal General de la Nación, 
Alfonso Gómez Mendes, se refiriere a ello como un verdadero ‘lavado de imagen’; el 
cual visto con frialdad, es directamente beneficioso al gobierno de Uribe propagando su 
ideología.  
 
Con lo enunciado salta a la vista lo notable la sofisticación de estas añagazas 
periodísticas, perfeccionadas desde la era Fujimori hasta la Uribe, constituyendo 
verdaderas operaciones psicológicas a gran escala  continuadas en el tiempo. Aquí la 
ética periodística no tiene cabida para los fines de adulación de la persona del Jefe de 
Estado y sus dictados.  
 
Campañas Sicosociales (Propaganda intensiva) 
 
En una abierta asociación destinada a no tener presente ningún valor ético periodístico, 
los grandes entes mediáticos estructuran concienzudas operaciones de saturación 
propagandística de acuerdo a las necesidades del régimen uribista. En Consonancia con 
esto, cualquier expresión de Uribe o su séquito es difundida con una profusión nunca 
antes vista y sin cuestionamientos; por ejemplo su asesor favorito José Obdulio habla de 
la ‘superioridad intelectual’ del Presidente y el periodismo difunde al unísono y con 
profusión el mensaje de la genialidad del Jefe de Estado intentando la mayor duración 
posible en la mente de los receptores de este. El asunto llega la verdadera saturación en 
los momentos de elecciones o referéndums, cuando los temas por tratar son definidos 
por Uribe y su séquito. 
 



La imagen de Uribe como macho, ‘varón’, es comunicada en el fondo de todas las 
informaciones relacionadas especialmente con las del enemigo externo e interno; se 
asocia su persona con la noción de progreso de las minorías en el poder. Estos 
conceptos subjetivos son repetidos hasta no encontrar otro tema en todo el espectro de 
la comunicación en Colombia, cualquiera que sea el espacio periodístico; esto se 
evidencia más recientemente también en las campañas destinadas a impulsar una nueva 
reelección en comienzos de 2008, con cargados tintes de operaciones psicológicas de 
odio, disfrazadas de manifestaciones espontáneas de anónimos ciudadanos. También 
existen las meras maniobras publicitarias al estilo de ‘Perú país con futuro’, que en 
Colombia tienen la variante de llamarse ‘Colombia es pasión’, tan abstracta y 
anfibológica la una como la otra y con el sello de ser para marcas de productos de 
consumo, pero asociadas a etéreos beneficios para la población. 
 
En el sexto año del mandato del lema de campaña ‘pulso firme y corazón grande’ la 
prensa en Colombia vive uno de sus peores momentos de la historia como nación 
necesitada de esclarecer su real situación histórica, social y económica. La autocensura, 
las amenazas de muerte, la descarada manipulación de los funcionarios oficiales hacen 
imposible la libertad de prensa. Casi el 90% de los periodistas expresa tal visión. El 
principal obstáculo para la libertad de expresión es el temor a la muerte, seguida muy de 
cerca, por el miedo a perder el puesto, y en algunas regiones el asunto es generalizado 
(occidente). La credibilidad de los órganos más relacionados con el uribismo dentro del 
estado es ínfima respecto a los comunicados expedidos por estos para la prensa: 9% al 
Congreso, a las FFAA un 11%, a la Armada y al DAS un 13%. Como si fuera poco,  el 
81% del periodismo estima que el gobierno manipula la información, y el 83% que el 
ejército lo hace. Otra muestra del imperioso afán de desvirtuar este tipo de estudios 
desfavorables al estado de paz, democracia y prosperidad retóricamente creados por 
Uribe y sus subalternos, es que la misma revista que lo hace público, apenas comenta, 
que ‘estas cifras son preocupantes’, sin más comentario, cuando se esta hablando de 
una dura y peligrosa situación para quienes ejercen el periodismo con algo de ética en 
Colombia; es decir, cuando hablan de su propio oficio y de sus colegas. Los medios 
dominantes lo analizan como algo no trascendental, sin el menor debate, algo también 
desaparecido en Colombia. 
 
Incluso algunos periodistas tenidos como independientes opositores a la dictadura, son 
sencillamente cuestionadores de sus formas canallescas, más no de sus posturas 
reaccionarias básicas, siendo quienes coadyuvan a la aparición del régimen como 
pluralista y democrático. 
 
Persecución a periodistas 
 
Estos métodos de coacción han conducido a que los pocos periodistas con valor e 
independencia hayan tenido que huir al exilio para salvar sus vidas. Están en esta 
categoría reconocidos periodistas como Fernando Garavito, Hollman Morris (acusado 
de tener vínculos con las Farc, una sentencia de muerte en Colombia),  William Parra, 
Gonzalo Guillén (acusado por el Presidente de calumniador), Carlos Lozano o Daniel 
Coronel. En varios de estos casos se asegura que las amenazas provienen de los 
paramilitares. 
 



A este último ya amenazado de muerte él y su familia, luego de huir del país, Uribe 
Vélez lo trata de “miserable” en plena emisión de una entrevista radial en la cadena del 
grupo Prisa, con la poca disimulada complicidad de los dóciles periodistas de esta radio. 
De su parte Gonzalo Guillén fue acusado por el Presidente de calumniarlo, lo cual en 
Colombia significa a continuación una lluvia de amenazas nada velada. 
 
Si bien estos hechos son notables y tienen la atención del público, la persecución más 
grave ocurre en los periodistas de las provincias, quienes al no tener la figuración 
nacional de sus colegas capitalinos, son olvidados fácilmente por sus pares renombrados 
cuando son amenazados y/o muertos; sus homicidios nunca figuran en los medios de 
Bogotá. 
 
La impunidad frente a los asesinatos de periodistas en Colombia es pasmosa, de 100 
periodistas muertos desde 1986 al 2007, hay sólo dos condenas judiciales de acuerdo a 
la Fundación  para la Libertad de Prensa (FLIP). La presunta mejoría en la libertad de 
prensa pregonada con gran cinismo por el mismo Uribe, tiene más que ver con la 
forzosa autocensura que con cualquier otra consideración, puesto que el clima es 
asfixiante para la libertad de prensa. 
 
Perspectivas 
 
Con el gobierno Uribe Vélez se aprecia ostensiblemente una profundización extrema de 
la militarización de la vida cotidiana a la vez que una injerencia de todos los organismos 
relacionados con el exterior del gobierno estadounidense, a tal grado que hasta los 
ministros del gabinete son consultados con algún funcionario gringo.  Que decir de las 
constantes denuncias sobre la participación activa de militares gringos en combates 
contra las fuerzas insurgentes en territorio colombiano, todas ellas crasas violaciones a 
la más elemental dignidad y la Constitución colombiana. Pero el silencio mediático 
sobre el asunto es diciente en su participación en la estrategia de sostenimiento del tipo 
de gobierno vigente. 
 
La imagen del todo este entramado de manipulaciones, verdades a medias y altas y 
robustas falacias se ofrece cuando se le entrega amplio despliegue a la noticia en los dos 
canales privados de las imágenes de Uribe Vélez bailando joropo (un ritmo de las 
llanuras orientales colombianas y occidentales venezolanas), haciendo ver como gran 
danzarín a quien no tiene las menores cualidades para ese u otros ritmos. Sólo una 
campaña propagandística puede hacer ver esto como una información digna de ser 
emitida en extensión en momentos de gran tensión; únicamente una operación en la cual 
estén involucrados los periodistas y el poder permite convertir un ambiente social tan 
adverso, en un supuesto bienestar general.   
 
Colombia un país donde es posible para su población actual un buen nivel de calidad de 
vida y albergar otros tantos de otras latitudes, hoy asiste al igual del Perú desde los años 
noventa, se han creado en los últimos años nuevos oficios. Hay tapahuecos (tapabaches) 
cubriendo los hoyos de las calles, en zonas de Bogotá indigentes hacen las veces de 
policías y organizan el tráfico en las calles, a quienes en Perú se les llama ‘dateros’ en 
esta esquina de Suramérica son ‘despachadores’, hay profusión de celadores (guardias 
privados) al por mayor para la vigilancia; verdaderas legiones de vendedores 



ambulantes (buhoneros) ocupan las esquinas, grupos de jóvenes hacen malabarismos o 
limpian los vidrios de los coches en las intersecciones viales por unas monedas, hay 
‘cambistas’ de monedas extranjeras en los alrededores del mismo Banco Central (De La 
República), y en zonas de este rico país hasta el precio del dólar tiene un precio menor 
que el del cambio oficial, cuando la oferta supera la demanda, un misterio no resuelto 
aún desde el punto de vista legal. Los eufemismos para designar a estas pauperizadas 
mujeres y hombres van desde  ‘trabajadores informales’,  ‘microempresarios’ hasta 
escuetamente ‘rebuscadores’. 
 
Legalmente han abandonado el país desde 1996 unos cuatro millones de colombianos, 
pero es estimable también, la emigración de unos dos más con el carácter de 
indocumentados en los países de destino; huyen de las consecuencias de la invasión del 
capital extranjero reflejado en la dictadura imperante.  
 
Epílogo 
 
Tanto el pragmático ingeniero Fujimori como el iracundo terrateniente Uribe se ubican 
en el poder en momentos históricos concretos donde el capital transnacional busca 
colocar afanosamente sus excedentes, estableciendo las condiciones sociales estimadas 
por el gran capital como indispensables para los máximos rendimientos: los más bajos 
salarios, libertad ilimitada para la explotación de las riquezas y la practica nulidad de las 
normas ambientales. Se debe emplear la fuerza para prevenir cualquier resistencia a 
estos propósitos; para ello en el plano político-jurídico se deroga de hecho una 
Constitución con un autogolpe con el apoyo de las FF.AA, imponiéndose otra con 
acrecentados poderes ejecutivos, o se modifica la Constitución con las mayorías 
congresionales de grupos de derecha con fuerte presencia de traficantes ilegales 
paramilitarizados respaldados por las FF.AA. y se establece en los dos casos una tupida 
maraña de redes de impunidad. 
 
Tanto Fujimori como Uribe obran bajo guiones dictatoriales indefectiblemente dirigidos 
a la destrucción de las libertades y controles constitucionales. Esto es logrado mediante 
la invocación agigantada a niveles no vistos antes del enemigo interno y externo, la 
adopción ilegal y generalizada del espionaje destinado a acosar a la oposición, el 
consiguiente control generalizado de los medios de comunicación, hasta llenar el 
ambiente social de una persecución a las críticas, al disenso y a cualquier tipo de 
oposición, y en determinados casos suspender legalmente o de hecho leyes garantistas.  
 
Se evidencia en el régimen de Fujimori el Servicio de Inteligencia Nacional (SIN) en el 
papel de eje de mando sobre el estado, de allí todas sus acciones intimidatorias y 
homicidios durante una década, por ello Montesinos tiene tal relevancia y continuidad 
en la vida peruana de entonces; cuando cae este Fujimori no tarda mucho en el poder. 
Uribe tiene a su servicio directo a sus fieles paramilitares y sus crueles métodos de 
intimidación, con toda la libertad de practicar cualquier amenaza o muerte; es la razón 
de la continuidad real  de estos frente a su ‘desmonte’ de la Ley de Justicia y Paz.  
 
Sin el SIN o los paramilitares el control sobre los insumisos, incluidos los de las propias 
huestes, se dificultaría extremadamente. 
 



Uno u otro van en sus primeros actos de gobierno en procura de cercenar los derechos 
fundamentales; Fujimori debe realizar los mayores esfuerzos desnudando su talante e 
intensiones, dando un golpe de estado contra el Congreso y el poder judicial 
representado en el Tribunal de Garantías Constitucionales; Uribe la tiene más sencilla, a 
su servicio se encuentran los jefes paramilitares incrustados mediante el fraude, 
amenazas y desplazamientos en el Congreso. Fujimori debe actuar directamente 
imponiendo una nueva Constitución y hacerse aprobar medidas restrictivas en el nuevo 
parlamento bajo su control; Uribe intenta adoptar medidas de estado de sitio, pero este 
se halla tan desprestigiado luego de más de medio siglo de su aplicación continua en 
Colombia, que deja que las modificaciones a la Constitución se hundan en la Corte 
Constitucional, sabiendo que los paramilitares con colaboración de las FF.AA. 
ejecutarán todos los actos ilegales de control de la población inconforme o rebelde que 
sean necesarios, simulando, hasta donde sea posible, la existencia de un estado de 
derecho. Fujimori debe cumplir sus nuevos planes de gobierno contrarios a los de su 
campaña, enfrentado directamente a otros poderes, por esto destituye magistrados y 
jueces, teniendo así mismo que vérselas con una oposición dentro de las FF.MM. la cual 
intenta derrocarlo; Uribe maneja todos los numerosos organismos de control no 
debiendo recurrir sino al tráfico de influencias e impunidades y a la cooptación de los 
altos cargos en los restantes poderes garantizando inmunidades, junto con la total 
sumisión de las acríticas FF.AA., estas de facto bajo control estadounidense. Es este 
sentido es notable así mismo, el Antinacionalismo y antilatinoamericanismo de la 
mayor parte de las FF.AA. de Perú y la totalidad de aquellas en Colombia, algo 
aprendido en los centros de instrucción gringos como la célebre Escuela de las 
Américas. 
 
Es particularmente importante resaltar en este contexto, que tanto en Perú como en 
Colombia los movimientos de oposición a las oligarquías han sido tradicionalmente 
débiles. En su pasado reciente Perú debe algunas reformas al movimiento nacionalista 
de los militares encabezados por Juan Velazco Alvarado y su Estado ha sido desde la 
caída de este incapaz de cumplir con los fines para los cuales está instituido. De otra 
parte el movimiento campesino e indígena no ha logrado consolidarse como en los 
países hermanos de Ecuador y Bolivia. 
 
En Colombia los movimientos de oposición han sido perseguidos implacablemente 
desde 1948, pasando por la extinción del partido Unión Patriótica a manos de fuerzas 
oficiales y paraoficiales con una violencia célebre en el hemisferio occidental, a más de 
albergar un Estado que nunca ha cubierto la totalidad de su complejo y poblado 
territorio, con otros propósitos diferentes a los de la represión de la subversión. 
 
Eso sí para el supuesto tecnócrata peruano de los noventa, como para el terrateniente 
derechista colombiano de este tiempo, el Estado es una herramienta destinada a la  
reelección por su valioso efecto clientelista.  
 
No es posible dejar de resaltar los perfiles de estos dos gobernantes, lo cuales dan a 
entender de un particular estilo para llevar a cabo los fines de lo cuales hablamos.  
 
Uno con un pasado tranquilo, rápidamente introducido en el ambiente del poder 
represivo exigido por las transnacionales, otro ya con oscuras relaciones y actuaciones, 



incluso familiares, a lo cual se agrega en este tiempo la enajenación de su país; del 
peruano se evidencia la frialdad impenetrable, del colombiano la cólera irreflexiva. 
 
Ambos hombres emergentes sin ninguna clase de escrúpulos en la ejecución de la 
represión, con actitudes populacheras de machos, jefes de Estado sin demasiado carisma 
elevados por la propaganda, a la vez inseguros del opacamiento por parte de algún 
funcionario subalterno. Insensibles con las necesidades de los desposeídos y a la vez 
deseosos por ser aceptados como leales al imperio, uno y otro son megalómanos 
dispuestos a reafirmar su dominio dentro de lo que queda del Estado, desmontado aún 
más por ellos mismos, con publicitado despotismo. Ni uno ni otro, poseen un nivel 
cultural destacable.  
 
En lo relativo a la naturaleza de este tipo de dictaduras de fachada eleccionaria en 
América Latina, debido a la influencia, por llamarlo de una forma suave, de los EE.UU. 
en la región y en especial en estos dos países, sólo cabe concluir la plena aceptación de 
estas formas de gobierno por parte de esa potencia, como formas de poder beneficiosas 
a sus intereses, pero también el patrocinio e implantación de las mismas conforme son 
colmadas las expectativas de Washington.  
 
Las personalidades de los gobernantes y sus séquitos, los planes de gobierno, los 
aparatos de represión y control de las sociedades, inducen a establecer la presencia de 
un detallado esquema general de democradura, de dictaduras con máscara de 
democracia. No es sencillo hacer pasar una dictadura civil como un régimen 
democrático sin una serie de medidas y la participación de muchos poderes públicos o 
privados; debe además establecerse una coordinación entre los mismos. Para ello se 
debe tener un conocimiento del ambiente histórico, social y económico de la nación 
donde se implante, para controlar en lo posible la mayor parte de las contingencias.  
Pensando en esto se puede llegar a intuir la creación intelectual de estos fenómenos 
políticos.  
 
Para acreditar aún más esta perspectiva, es necesario observar la muy curiosa posición 
del gobierno tutor de estos dos regímenes en lo que respecta a las calidades de quienes 
detentan el poder. 
 
Es bien sabido que el Departamento de Estado de Washington y la CIA han poseído el 
historial del todopoderoso asesor presidencial de Fujimori Vladimiro Montesinos; de su 
parte la DIA tiene informes acerca del pasado del Presidente Álvaro Uribe Vélez, 
concretamente sus conexiones con traficantes ilegales reconocidos; en sus respectivos 
países muchas de estas actuaciones han sido y son vox populi.  ¿Por qué no expusieron 
la más leve objeción a la designación de aquel como asesor presidencial con poderes 
como los exorbitantes concentrados por el excapitán, o cual es el motivo para no 
interferir como muchas veces lo han hecho, en la elección de Uribe para ser Presidente; 
uno y otro país en una guerra patrocinada imperialmente contra lo que EE.UU. 
denomina narcotraficantes? En otras palabras ¿Como el Departamento de Estado 
permite que uno y otro lleguen a tan altas posiciones de mando en sus respectivos países?  
Sabemos que quien no se acomode a los gustos de aquel ministerio imperial, esto es, no 
comprometerse a aplicar en su país las ordenes de beneficios a los capitales extranjeros, 
es saboteado inmisericordemente por todos los medios si intenta llegar al poder, la 



historia latinoamericana y mundial de los últimos sesenta años es elocuente en el asunto. 
Por consiguiente, si estos personajes se encuentran en el poder, el uno manejándolo tras 
bambalinas y el otro dictando ordenes como jefe supremo, es como consecuencia de la 
aceptación de aquellos antecedentes. 
 
El beneplácito con las gestiones de estos es clara en las visitas reseñadas a Montesinos 
de jefes de agencias del norte y de este a la sede de la CIA, y la paradigmática del 
mismísimo Bush hijo a Uribe y las constantes a este de toda clase de burócratas de las 
secretarías de Washington; es claro que se pasa por alto cualquier delito cometido por 
estos personajes seguramente a causa de aquello denominado razones de Estado. 
 
Un analista del Centro de Política Internacional, Adam Isacson, ha mencionado que la 
razón por la cual los EE.UU. obvian por ejemplo, las actuaciones del pasado de Uribe, 
se debe a que este es un aliado incondicional en la región, tal vez uno de los más pro 
estadounidenses en la historia, una que ha tenido a personajes del talante  de Trujillo, 
los Somoza, Batista, Pinochet, Fox, etc.  
 
Es decir, el gobierno estadounidense acepta todas las actuaciones anteriores del 
Presidente de Colombia por su fidelidad. Pero esto suena a que aquel ente se ha 
encontrado de repente  con un ‘aliado’ con unos antecedentes delictivos y debe callarlos 
por los servicios ya ejecutados y los aún prestados.   
 
Sin embargo, si más bien pensamos en la aprobación del gobierno Bush hijo es causada 
justamente en razón a estos nexos, los cuales convierten a Montesinos en un muy 
importante y confiable espía de imposible traición y más bien dispuesto a aplicar 
cualquier estrategia contrainsurgente dirigida a controlar el inconformismo en el 
gobierno de su pupilo Fujimori; y a su vez estos lazos hacen de Uribe Vélez un 
Presidente mucho más entregado a servir, al saber el espionaje imperial con detalles 
aquel pasado que se va esbozando de aquel, para en el adecuado momento sacarlo a la 
luz pública, de no cumplir a cabalidad órdenes como la aplicación de esa variedad de 
programas de dominación gringos dentro de los cuales se destacan el Plan Colombia y 
el TLC. 
 
 
En perfecta armonía con estos propósitos de Washington, en el Perú cuando el desgaste 
del gobierno de la Seguridad Ciudadana fue irreparable van emergiendo pruebas 
incriminatorias contra Montesinos de forma antes no vista, llevando al fin de la era 
fujimorista. Tal vez la venta de armas a las Farc llevó la relación de aquel con la CIA a 
un rompimiento total; de cualquier forma este y Fujimori luego de este hecho ya no 
fueron más aliados. 
 
En la actualidad en Colombia de cuando en cuando llegan informaciones de la filtración 
de informes como el ya aludido de la DIA, fotos de Uribe y sus familiares con 
reconocidos miembros de la mafia, se editan libros como el de una protegida del 
gobierno de los EE.UU. donde certifica esos vínculos, fotos y videos del hoy Presidente 
en encuentros con paramilitares, declaraciones de la hermana de un Ministro muerto por 
la mafia donde esta asegura que el padre de Uribe tiene intereses en laboratorios de 



sustancias ilegales en 1984, etc. Mucha de esta información, precisamente llega de 
diarios tan insospechados como el Miami Herald.  
 
Bajo esta hipótesis, sencillamente una variación de la de Isacson, en el presente el jefe 
de estado colombiano, es tan rehén de los intereses gringos, como rehenes son los 
cautivos de las Farc. Uno y otros están a merced de sus captores realizando 
exclusivamente aquello que estos les indican. Montesinos fue un rehén que estimaba 
que podría pasar por alto a sus mentores y cayó en desgracia aceleradamente. 
 
En Colombia los acontecimientos están por ser definidos, en tiempos mucho más 
complejos que los vistos en la década los noventa en la región; sin embargo de 
continuar Uribe el ciclo de auge y caída de la democradrura fujimorista como hasta 
ahora, podemos avizorar algunos hechos por ocurrir en aquella esquina Suramericana, 
como una nueva reelección, y una aún más si cabe, entrega de esta nación al capital 
extranjero. Eso sí, un posible juicio futuro a Uribe a la manera del en curso a Fujimori o 
los ya fallados a Montesinos es la posibilidad más remota, dados los antecedentes de 
impunidad de los gobernantes colombianos. No obstante los tiempos cambian. 
 
Por ahora, es razonable afirmar que es precisamente a causa de los pasados turbios de 
estos personajes, que resultan tan funcionales a los propósitos del gobierno de EE.UU. 
No hay independencia posible en personas con abultados expedientes en las agencias de 
espionaje de este país.  
 
En lo relacionado con la comunicación en estos dos países, integridad de la estructura 
de ediciones y programación es puesta a la manera de instrumento privado de los 
Presidentes y sus séquitos; la propaganda de saturación emitida coordinadamente en 
directa violación de todos los principios éticos del periodismo universal, es una 
auténtica aplicación de meras operaciones psicológicas destinadas a engañar a los 
pueblos. El objetivo de todo ello es la pérdida de perspectiva histórica, junto con la 
despolitización general, la desmoralización y el acondicionamiento a la dependencia del 
capital extranjero, haciendo normal a la población la concentración de poderes en el 
ejecutivo, la eliminación de las garantías jurídicas elementales por parte de elementos 
oficiales y paraoficiales. Los manipuladores de los medios -propietarios, directores, 
periodistas rasos- tienen la mayor tarea de aclimatar la democradura.  
 
Este es el montaje de un gobierno totalitario controlado internamente por los más 
aviesos y mediocres personajes mediante el régimen del terror, en esta ocasión 
dosificado y enmascarado como democracia por la tramoya mediática. 
 
Las encuestas forman una parte esencial del aparato propagandístico de estos dos 
dictadores. Se busca implantar un gobierno con respaldo plebiscitario manipulado por 
encima de los controles constitucionales establecidos, si estos aún funcionan. En los dos 
casos los supuestos niveles de la popularidad son sorprendentes en determinados 
momentos, especialmente en Uribe, dados los graves antecedentes que recaen sobre él y 
el ejercicio de su gestión como gobernante. El misterio de la obtención de los datos en 
el caso peruano fue debelado una vez derrocado Fujimori al saberse su procedencia de 
las encuestas del SIN; en el caso colombiano el asunto se encuentra por ser descubierto, 
aunque ya es sabido su ostensible distorsión intencional al ser encuestas destinadas a 



segmentos específicos de la población: el 10% de la población en la cima de la pirámide 
de ingresos. 
 
El límite a todo este sistema de propaganda se encuentra en un pueblo bien informado, y 
con ello constructor de una cultura política invulnerable a los sofismas y las 
manipulaciones en lo posible. Tanto el original Fujimori como su copia modificada, 
Uribe Vélez, se basaron y se basan en un constante flujo de propaganda 
desculturizadora con abundantes elementos desmoralizadores de la población, a la vez 
tendientes a atemorizarla, para así paralizar sus deseos de exteriorizar las demandas más 
importantes. Esto explica la prolongación en el tiempo de regímenes como estos 
ejecutantes de medidas destinadas a ir en contra de los intereses de las mayorías de 
desposeídos y en favor de las grandes corporaciones, con una respuesta lenta, 
contradictoria y desorientada por parte de quienes sufren las consecuencias adversas de 
estas políticas. El modelo Fujimori-Uribe de dictadura con elecciones tiene como eje la 
propaganda intensiva. 
 
La comunicación y la democracia van de la mano. Es necesaria la democracia en la 
comunicación para la defensa y ampliación de la democracia en lo social. Los medios 
sociales de comunicación en las manos privadas, ya sean de variados propietarios como 
en Perú o concentradas en unas pocas como en Colombia nada garantizan. A ello en el 
plano periodístico debemos agregar que sin una ética entre quienes se arrogan el 
derecho de informar se llega a la comunicación manipulada, la de Luzan, el psiquiatra 
de la era fujimorista, ideada para el control, desprovista de valor intelectual, de cultura, 
es decir destinada al engaño e  incitadora al error en la apreciación de los hechos.  
 
Para erigir una dictadura no es necesaria la abolición de las elecciones a la manera de 
Videla, Pinochet o Morales Bermúdez, en la era de la Seguridad Nacional, pues el 
ejercicio democrático va mucho más allá de la rutina del voto; la democracia se 
relaciona con actos cotidianos y masivos de toda la población, más allá de ceremoniales 
dominados por el conformismo, las manipulaciones, el  fraude y la coacción. Sin 
embargo se evidencia que la implantación de este modelo de dictadura, no es viable en 
todos los países de América Latina, tan sólo tiene posibilidades de duración y 
crecimiento en aquellos, que como ya hemos dicho, poseen históricamente un estado 
débil y una oposición también carente de fuerzas organizadas y significativas, o 
fácilmente cooptadas. 
 
La constante apelación a los tradicionales aparatos de represión en estas democraduras, 
evidencian la incapacidad de la manipulación comunicativa para controlar a la 
población por largos espacios de tiempo, así la propaganda sea intensiva y 
estratégicamente calculada. Los seres humanos no resultamos pasivos a tales mensajes y 
permanentemente nos movemos frente a estos, tal vez por ello la apariencia de lo que se 
pretende hacer aceptable a la gente deber ser transformada permanentemente –de ahí las 
elecciones-; no obstante la desconfianza en la propaganda como recurso absoluto de 
gobierno de manipulación es con justeza, grande. Por ello las cachiporras, las bayonetas 
y los tanques siempre deben estar a la mano de quienes imponen los saqueos a sus 
propios países. 
 



Momentos turbulentos son los que nos envuelven por estos días en el mundo y en 
Latinoamérica en particular. Las siembras de los años ochenta y noventa se han 
recogido abundante fragor en esta región. 
 
Años después del auge neoliberal algunas resistencias populares han tomado fuerza 
nunca antes vista, aún de manera electoral. 
 
Las características de los jefes de estado que adoptan estos modelos económicos 
dejando de lado el precario estado de bienestar que se venía adoptando luego de la 
Segunda Guerra Mundial. Estos ya no son representantes de las oligarquías señoriales 
gobernantes desde la independencia sino más bien agentes directos del capital 
internacional, meros ejecutores de sus programas de inversión, y por tanto apagafuegos 
de sus vicisitudes, con una procedencia relacionada con las capas medias más arribistas 
de sus sociedades; dictadores civiles soportados por la cerrada propaganda 
unidimensional e intensiva y respaldados sin embargo por aparatos represivos a veces 
estatales, frecuentemente paramilitares. 
 
Algunos antecedentes de esta clase de democradura, sembrada de simulaciones de lo 
democrático y popular ya se habían manifestado en América Latina. En inicios de los 
años noventa el modelo mejicano y su concordante tratado de libre comercio con EEUU 
y Canadá NAFTA, impulsado por gobiernos encabezados por inefables presidentes 
como Carlos Salinas De Gortari electo en medio de acusaciones de fraude, y con 
problemas familiares tales como el homicidio de uno de sus hermanos y el 
encarcelamiento de otro; y Ernesto Zedillo con sus masacres del Acteal y Aguas 
Blancas, acusaciones de fraude relacionadas con Fobaproa y su innegable vinculación a 
empresas norteamericanas como Union Pacific beneficiada directamente con las 
nacionalizaciones realizadas bajo su mandato.  
 
Hoy Méjico con el gobierno de Felipe Calderón paulatinamente se asoman síntomas de 
autoritarismo. Este elegido con el apoyo de los EE.UU., mediante un colosal fraude 
conducida a su país hacia una colombianización de sus asuntos internos a la sombra del 
llamado Plan Méjico,  destinado a colmar de armas,  entrenamiento y asistencia militar 
gringa, junto con su respectiva paramilitarización y mercenización de los problemas 
sociales.  En realidad es la militarización de la sociedad mejicana al amparo de la luchas 
contra las drogas. Vemos a los grandes medios comenzar a hacer su parte del 
acomodamiento de la población a perder sus libertades y a esta orgullosa nación perder 
su independencia. (Ver El Espejo Colombiano. Carlos Fazio. Jornada 22 de octubre 
2007) 
 
Una vez expuesto este tema de los regímenes pasados y actuales de democradura, se nos 
revela el hecho de que en el fondo no son autocracias, sino gobernantes despóticos de 
una u otra forma coaccionados por la potencia militar del momento, al servicio de 
formas de dominación neocoloniales. 
 
No obstante esto último, con clara significación para naciones latinoamericanas y 
muchas en el mundo durante el siglo XX y lo que va del presente, el estado de 
restricción de libertades y dictadura civil, no parece ser  más que un modelo ideado 
únicamente para el sur del planeta. Así debe entenderse una vez se lee el artículo de 



Naomi Wolf en el The Guardian del abril 24 de 2007, donde se exponen los pasos que 
ha llevado a cabo el gobierno de Bush hijo en los mismos Estados Unidos en este 
sentido. 
 
Esto es el control de la prensa, la ampliación del sistema carcelario y de los contratistas 
paramilitares, las detenciones arbitrarias, el acoso a sospechosos y las amenazas a 
personas clave en la oposición, la instauración de un sistema de vigilancia interna 
abiertamente violatorio de la libertad individual, el catalogar a cualquier disidencia 
como traición, y en últimas la virtual suspensión de la ley y hasta la misma Constitución 
estadounidense con la legalización de la tortura, y el retroceso de setecientos años al 
abolir el Habeas Corpus. Nos encontramos al inicio de un sistema dictatorial en 
construcción actual al interior de la primera potencia militar. Llanamente la instauración 
de un Estado policial de esos impuestos por la CIA, el Departamento de Estado, etc. por 
todo el mundo, pero esta vez en el propio territorio estadounidense, con un ejecutivo 
gobernando por decreto; un auténtico Estado fascista, esto es la dictadura absoluta del 
capital. Los pasos en este sentido no son una mera hipótesis, ya se han dado. (Ver el 
artículo de Stephen Lendman, Estado Policial EE.UU., una mirada retrospectiva y 
hacia el futuro.Rebelión 27.12.2007). 
 
Ante nuestra vista hay un panorama general de retroceso en todas las garantías sociales 
y económicas para quienes viven de una u otra forma bajo el dominio del poder imperial 
estadounidense, mediante unos parámetros muy concretos, como una historia repetida 
con tal minuciosidad que nos hace reconocer la existencia de una especie de libreto (con 
sus personajes, ambientaciones, etc.) de dictadura civil, defensora acérrima del gran 
capital y por tanto enemiga de los derechos humanos sociales y económicos de los 
pueblos, incluso si provienen de hace setecientos años. Si pensamos en tal guión para el 
ejercicio del poder para regímenes oprobiosos, no podemos menos que sospechar que 
los escritores de tales tramas perfectamente podrían trabajar en los alrededores de 
Langley Virginia. 
 
Contacto: albertorojasandrade@hotmail.com 
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